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P R E S E N TAC I Ó N

La transparencia es un componente en todo 
gobierno que se precie de ser democrático. Se 
refiere a la honestidad, ética y responsabilidad 
que deben tener los gobiernos, los entes públi-
cos y las instituciones privadas a fin de dar a co-
nocer a los ciudadanos cuáles son las gestiones 
y actividades que se realizan.

En la transparencia se busca generar una rela-
ción de confianza y seguridad con los ciuda-
danos a fin de dar a conocer todas aquellas 
actividades, negociaciones, presupuestos y ac-
ceso a la información que es de carácter e inte-
rés público.

La rendición de cuentas significa “la obligación 
de todos los servidores públicos de dar cuen-
tas, explicar y justificar sus actos al público, 
que es el último depositario de la soberanía en 
una democracia”.1 

Sin embargo, hay muchos casos en los cuales 
no existe dicha transparencia y rendición de 
cuentas lo que se relaciona con hechos de co-
rrupción, malversación de bienes, falta de infor-
mación, pérdida de dinero, obras inconclusas, 
entre otros.

Es por ello que el número 120 del Reporte CE-
SOP, lo dedicamos a la transparencia y rendición 
de cuentas, mostrando otra visión con temas 
relacionados al Congreso, a los sindicatos, al 

1 Delmer D. Dunn, “Mixing Elected and Nonelected Offi-
cials in Democratic Policy Making: Fundamentals of Ac-
countability and Responsibility”, en Bernard Manin, Adam 
Przeworski y Susan C. Stokes, Democracy, Accountability 
and Representation, Cambridge University Press, Cambrid-
ge, 1999, p. 298.

ordenamiento ecológico, al gobierno abierto, 
a la gestión pública y al servicio profesional de 
carrera.

El primero de ellos, con el tema “Transparencia 
sindical”, elaborado por Sandra Flores Alonso,  
da cuenta de que la reforma constitucional en 
materia de transparencia amplió el catálogo de 
sujetos obligados por la ley, al definir que toda la 
información en posesión de cualquier sindicato 
que reciba y ejerza recursos públicos o realice 
actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y 
municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público y 
seguridad nacional.

Así es como los sindicatos se suman a las ins-
tituciones públicas que venían trabajando en la 
construcción de la cultura de la transparencia. 
Ahora los sindicatos, desde su ámbito privado, 
pero como organizaciones que reciben recursos 
públicos, trabajan cotidianamente en imple-
mentar la transparencia como un valor activo, 
tanto en el funcionamiento de los propios sindi-
catos como en la sociedad en general.

El siguiente artículo, elaborado por Omar Cor-
tés Macías trata sobre “El Servicio Profesional 
de Carrera como elemento fundamental para la 
reestructuración de la administración pública 
en México”. Señala que la profesionalización 
del servicio público es fundamental para me-
jorar la eficacia, eficiencia e incluso avanzar en 
el combate a la corrupción en todos los niveles 
de la administración pública. Establecer un es-
quema de Servicio Profesional de Carrera fun-
cional en cada una de las instituciones públicas 
es una tarea esencial para fortalecer al Estado.
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El tercer artículo, “Transparencia y ordena-
miento ecológico”, de Karla Carolina Solís Co-
rrea, explica que la rendición de cuentas es 
vital en una sana relación entre el gobierno 
y la sociedad, y señala que pareciera trivial 
informarnos acerca de cómo se manejan las 
dependencias de gobierno, pero los ciuda-
danos deben saber sobre los programas del 
gobierno y el adecuado uso de los recursos 
económicos, más cuando el interés es sobre 
los recursos naturales y las políticas públicas 
en materia ambiental.

Además, señala que ante la pregunta de para 
qué ordenar el territorio la respuesta no es 
sencilla, de ahì la necesidad de informarse y 
conocer las estrategias de planeación y ordena-
miento para el desarrollo en México. 

El siguiente artículo, “Gobierno abierto en el 
Poder Legislativo: avance en la rendición de 
cuentas y transparencia en los congresos”, ela-
borado por Juan Pablo Aguirre Quezada, indi-
ca que el gobierno abierto es un concepto que 
define los avances de la administración públi-
ca en materias como transparencia, rendición 
de cuentas, acceso a la información, o datos 
abiertos. Es un logro social que permite mayor 
confianza al ciudadano en sus instituciones, al 
tiempo de fortalecer la máxima apertura a la 
información gubernamental.

El documento refiere estos cambios en institu-
ciones del Poder Legislativo como la Cámara de 
Diputados, el Senado de la República y algunos 

congresos de las entidades federativas, en un 
ejercicio de gobierno abierto.  
 
Con la participación de Guadalupe Morales 
Núñez presentamos el quinto artículo: “Trans-
parencia, rendición de cuentas y gestión públi-
ca. Retos del Congreso ante la Agenda 2030”. 
Este documento explica brevemente el de-
sarrollo que ha tenido la transparencia como 
fragmento de la acción del Estado que parte 
de un contexto administrativo, constitucional  
que en el ámbito diplomático está vinculado a 
la agenda 2030; su evolución pasó de ser un 
principio ético en la administración pública, a 
un concepto constitucional en la gestión oficial 
en el contexto de los derechos humanos, para 
luego sumar el compromiso diplomático. 

Por último, se destaca la importancia en el ám-
bito diplomático con el compromiso que asu-
me el Estado mexicano con la Alianza para el 
gobierno abierto y los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de la Agenda 2030 (ONU-2015) y su 
vinculación al Plan Nacional de Desarrollo.
  
Finalmente, el último artículo se deriva de la 
entrevista realizada por Luis Angel Bellota al 
Dr. René Torres-Ruiz.

Aunque la entrevista versa indirectamente so-
bre la calidad democrática, trata de enfocarse 
hacia la importancia de la transparencia para 
mejorar la democracia e imprimirle más con-
fianza a las instituciones.

Netzahualcóyotl Vázquez Vargas 
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Resumen
La reforma constitucional en materia 
de transparencia amplió el catálogo de 
sujetos obligados por la ley, al definir 
que toda la información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y 
organismo de los poderes ejecutivo, le-
gislativo y judicial, órganos autónomos, 
partidos políticos, fideicomisos y fondos 
públicos, así como de cualquier perso-
na física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos o realice actos 
de autoridad en el ámbito federal, estatal 
y municipal, es pública y sólo podrá ser 
reservada temporalmente por razones de 
interés público y seguridad nacional.

Así es como los sindicatos se suman a 
las instituciones públicas que venían 
trabajando en la construcción de la cul-
tura de la transparencia. Ahora los sin-
dicatos, desde su ámbito privado, pero 
como organizaciones que reciben recur-
sos públicos, trabajan cotidianamente en 

implementar la transparencia como un 
valor activo, tanto en el funcionamiento 
de los propios sindicatos como en la so-
ciedad en general.

El Sindicato de Trabajadores de la Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión ha dado cumplimiento a sus 
nuevas obligaciones de transparencia 
gracias al acompañamiento del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a Ia 
Información y Protección de Datos Per-
sonales, y aprovechando las ventajas de 
la implementación de la reforma consti-
tucional donde los derechos de acceso a 
la información y de protección de datos 
personales sean para la organización y la 
sociedad mexicana herramientas efecti-

TRANSPARENCIA SINDICAL

Sandra Flores Alonso*

* Titular de la Unidad de Transparencia del Sindicato de 
Trabajadores de la Cámara de Diputados del H. Congreso 
de la Unión, México. Correo electrónico: sandy.congreso@
gmail.com
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vas en la construcción de una nueva cul-
tura basada en la confianza y el respeto 
hacia las instituciones democráticas. 
   Palabras clave: transparencia, derecho 
de acceso a la información, sindicatos e INAI.

Transparencia sindical

Introducción

Una de las reformas constitucionales más 
significativas del sexenio 2012-2018 es 
la referida a la materia de transparencia. 

Mediante el decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en materia de transparencia, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación (DOF 2014) es 
como inicia todo un sofisticado entramado lla-
mado Sistema Nacional de Transparencia.

Se trata del artículo único del Decreto que refor-
ma las fracciones I, IV y v del apartado A, y se 
adiciona al artículo sexto la fracción VIII; se adi-
cionan al artículo 73 las fracciones XXIX-S y XXIX-T; 
se añade al artículo 76 la fracción XII y se recorre 
la subsecuente; del artículo 89 se reforma la frac-
ción XIX; del artículo 105 se reforma la fracción I, 
inciso II) y se añade a la fracción II el inciso h); del 
artículo 108 se reforma el párrafo tercero; del ar-
tículo 110 se reforman los párrafos primero y se-
gundo; del artículo 111 se reforman los párrafos 
primero y quinto; se adiciona al artículo 116 la 
fracción VIII; se adjunta un inciso ñ), recorriéndo-
se los actuales incisos en su orden, a la fracción 
V, de la base primera del apartado C del artícu-
lo 122 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, CPEUM (2014).

De todas las reformas y adiciones anteriores, 
destaco la reforma al artículo sexto constitu-
cional, con la adición de la fracción VIII, que 
establece que la federación contará con un 
organismo autónomo y especializado, respon-
sable de garantizar el cumplimiento del dere-
cho de acceso a la información pública y a la 
protección de datos personales en posesión de 
los sujetos obligados en los términos que esta-
blezca la ley reglamentaria en la materia. 

Así, el Congreso de la Unión emitió la Ley Gene-
ral de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (LGTAIP) para establecer las bases, prin-
cipios generales y procedimientos del ejercicio 
de los derechos de acceso a la información 
pública y de protección de datos personales, 
LGTAIP 2014.

Asimismo, la nueva ley de transparencia deter-
minó que el organismo garante debería cam-
biar de nombre y transformarse de Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección 
de Datos (IFAI) al Instituto Nacional de Transpa-
rencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales (INAI), por lo que este Instituto 
renovó su misión, visión y objetivos para llevar 
a cabo sus nuevas atribuciones.

De acuerdo con la Constitución, en su funciona-
miento el INAI debe regirse por los principios de 
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, 
eficacia, objetividad, profesionalismo, trans-
parencia y máxima publicidad. A su vez tiene 
competencia para conocer de los asuntos rela-
cionados con el acceso a la información pública 
y la protección de datos personales de cualquier 
autoridad, entidad, órgano u organismo que for-
me parte de alguno de los poderes ejecutivo, 
legislativo y judicial, órganos autónomos, parti-
dos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así 
como de cualquier persona física, moral o sindi-
catos que reciban y ejerzan recursos públicos o 
realicen actos de autoridad en el ámbito federal.

De esta forma, vemos que los sindicatos que re-
ciben recursos públicos son sujetos obligados 
de esta Ley General y corresponde a la Dirección 
General de Enlace con autoridades laborales, 
sindicatos, universidades y personas físicas y 
morales, brindar el acompañamiento necesario 
para que se cumplan los objetivos de esta ley.

En los siguientes apartados se hace un breve 
recorrido por las etapas de formación de los 
órganos de transparencia que forman parte del 
sindicato, para analizar cuáles son las principa-
les implicaciones de la reforma constitucional 
de transparencia en el sindicalismo mexicano.
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Titular del sujeto obligado
El primer paso del INAI para integrar a los sindi-
catos a la dinámica de la cultura de la transpa-
rencia fue elaborar el directorio con los titulares 
de los sujetos obligados, en este caso los secre-
tarios generales de los sindicatos que ejercen 
recursos públicos. Para el caso de la Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión (CDHCU) 
que cuenta con dos sindicatos, únicamente me 
voy a referir a la experiencia del sindicato mayo-
ritario, Sindicato de Trabajadores de la Cámara 
de Diputados del H. Congreso de la Unión (STCD-
HCU), que para finales de 2015 tenía como titular 
a Jesús Almanza Ontiveros. En ese sentido, con 
fundamento en el artículo 52, fracción VIII, del 
Estatuto de Trabajadores de la Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión (Estatuto) 
que le da atribuciones al Secretario General para 
“ser el representante del Comité Ejecutivo Gene-
ral y como tal ejecutar, cuando sea necesario, 
las obligaciones que competen globalmente a 
dicho organismo” es como se empieza a tomar 
decisiones en el tema de transparencia.

De esta forma y con fundamento en la CPEUM ar-
tículo sexto, apartado A, fracciones I, VI y VII, y 
LGTAIP, artículo 23, que establecen como sujetos 
obligados a las agrupaciones sindicales que 
ejercen recursos públicos, el STCDHCU es sujeto 
obligado a transparentar y permitir el acceso a 
su información pública y proteger los datos per-
sonales que obren en su poder. De igual forma, 
de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 24 
fracciones I, II, VII, VIII, X y XIII, 34 y 45 de la LGTAIP, 
se deben crear la unidad y el comité de transpa-
rencia para cumplir con las obligaciones que la 
ley impone.

El problema para la organización sindical surge 
en el momento de constituir la unidad de trans-
parencia y el comité de transparencia, así como 
de “vigilar su correcto funcionamiento de acuer-
do con su normatividad interna”, ya que ésta no 
prevé la creación de nuevos órganos de repre-
sentación, ni unidades de apoyo técnico. 

Sin embargo, la ley sí prevé que la normativi-
dad interna de los sujetos obligados debe tra-

mitarse, expedirse o modificarse a más tardar 
dentro de los 12 meses siguientes a la entrada 
en vigor de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública (LGTAIP), como 
lo señala su transitorio tercero (con fecha del 
10 de mayo de 2017). 

Para mayo de 2016, el sindicato ya contaba con 
solicitudes de información y requerimientos que 
atender por medio de la plataforma nacional de 
transparencia y el INAI entregó al titular del suje-
to obligado las claves de acceso a la plataforma. 
Dado lo anterior, la situación de la normatividad 
interna se resolvió realizando los nombramientos 
por medio de un acta constitutiva y fundamenta-
da en el artículo 52, fracción VIII del estatuto. 

Por otro lado, las primeras actividades de trans-
parencia fueron básicamente de capacitación, 
entre las que se encuentran:

 Asistencia a la jornada de sensibiliza-
ción en materia de transparencia en la 
CDHC, el 23 de octubre de 2015 y al en-
cuentro por la transparencia sindical y 
protección de datos personales de los 
trabajadores, el 24 y 25 de octubre de 
2015 en el INAI.

 Acreditación del curso introductorio de 
la LGTAIP, el primero de diciembre de 2015 
y el día internacional de la protección de 
datos personales, en el Palacio de Mine-
ría, el 29 de enero de 2016.

 Atención al oficio de la comisionada Ma-
ría Patricia Kurczyn Villalobos, en enero de 
2016, donde se adjunta el proyecto de ta-
blas de aplicabilidad del artículo 70 de la 
LGTAIP.

 Reunión con el licenciado Marcos Ordaz, 
entonces titular de la unidad de trans-
parencia de la Cámara de Diputados, en 
marzo de 2016, para recibir orientación 
sobre la propuesta de lineamientos del 
artículo 70 de la ley general. 

 Reunión de trabajo con los directores gene-
rales de enlace del INAI, el jueves 7 de abril 
de 2016. Al finalizar la reunión, el secreta-
rio general sindical designa a Sandra Flo-
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res, Francisco Téllez y Socorro Ávila para 
encargarse del tema de transparencia. 

La primera reunión de los encargados de trans-
parencia se realizó el lunes 11 de abril de 2016, 
se acordó recomendar la designación de una per-
sona como titular de la unidad de transparencia; 
además, se integró otro compañero sindicaliza-
do para conformar el comité de transparencia, 
con base en el articulado de la LGTAIP. 

Se pidió también elaborar un acuerdo de crea-
ción y acta de instalación, para cumplir de alguna 
manera con la normatividad interna. La contado-
ra Socorro Ávila fue propuesta para colaborar 
como asesora técnica externa.

En respuesta al oficio del 13 de abril de 2016 
de la comisionada Ximena Puente de la Mora, el 
sindicato hace llegar el nombre de Sandra Mari-
sela Flores Alonso, como la persona que será el 
enlace con la dirección general de tecnologías 
de la información del INAI, para que se incorpo-
re a la organización sindical en la Plataforma 
Nacional de Transparencia (PNT).

Para cumplir con la obligación de crear un comi-
té de transparencia colegiado, compuesto por un 
número impar y con personas que no podrán de-
pender jerárquicamente entre sí, ni tampoco po-
drán reunirse dos o más de estos integrantes en 
una sola persona, se propuso integrar a Gustavo 
Muñoz González y a un secretario del comité eje-
cutivo general, con la titular de transparencia. 

Unidad de transparencia 
Como se especificó anteriormente, el estatuto 
no tiene contemplado el procedimiento para 
la creación de la unidad de transparencia y en 
uso de las atribuciones especiales de la secre-
taría general que se establecen en el artículo 
52, fracción VIII, se procedió a la creación de la 
unidad con el acta constitutiva del 16 de mayo 
de 2016, designando a Sandra Marisela Flores 
Alonso, como titular de ésta. 

Entre las primeras notificaciones y actividades 
de transparencia se encuentra la jornada de ca-

pacitación, que se llevó a cabo el 20 de abril 
de 2016, donde se dieron a conocer las obliga-
ciones de transparencia, los lineamientos téc-
nicos generales, la presentación de la PNT y una 
introducción a la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública.

El 26 de abril de 2016, la doctora Graciela San-
doval Vargas, directora general de enlace con 
autoridades laborales, sindicatos, personas físi-
cas y morales, convocó a los sindicatos al curso 
teórico práctico sobre “Aspectos relevantes de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública y la PNT”.

El INAI pidió el 28 de abril del año en curso la 
actualización de datos para el directorio de or-
ganizaciones sindicales que se publica en la PNT. 
Solicitó: nombre del sindicato, nombre, domi-
cilio, teléfono y correo electrónico oficial del 
secretario general y del titular de la unidad de 
transparencia y sitio web oficial (opcional). 
 
Se entregó el 2 de mayo de 2016 la clave de 
la PNT. Es importante precisar que el nombre 
de usuario y contraseña son datos definitivos 
e indispensables para utilizarla, por lo que el 
día siguiente se impartió una asesoría sobre el 
uso del sistema de atención de solicitudes de 
información, y la presentación oficial de la PNT 
se llevó a cabo el 6 de mayo de ese mismo año. 

El 12 de mayo de 2016 se realizó una reunión 
de trabajo con los compañeros propuestos 
para integrar el comité de transparencia final y 
se acordó además notificar al Comité Ejecutivo 
General (CEG).

El 16 de mayo de 2016 se llevó a cabo una reu-
nión con el CEG, cuya finalidad fue presentar a las 
personas designadas para integrar la unidad de 
transparencia y al no ser objetados los nombra-
mientos, se formalizaron las actas constitutivas 
de la unidad y del comité, dando paso al primer 
curso de capacitación interno sobre la LGTAIP. 
En la misma fecha, el INAI informó que el maestro 
Miguel Ángel Pastrana González sería el coordi-
nador o enlace con el sindicato.
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El segundo curso de capacitación interno se rea-
lizó el 19 de mayo de 2016, donde se abordó el 
tema de los lineamientos generales de la PNT y 
se acordó una agenda de visitas a las áreas res-
ponsables de la información, en este caso todas 
las secretarías del CEG y se llevarían a cabo del 
23 de mayo al 6 de junio del mismo año.

Se impartió el 10 de junio de 2018 el primer 
curso para el personal adscrito a las secreta-
rías con los temas: ley general y lineamientos 
técnicos. 

El 17 de junio de 2016 venció el plazo para 
remitir al INAI respuesta del oficio por el que se 
solicitó validar la aplicabilidad de las fraccio-
nes del artículo 70 de la LGTAIP de forma funda-
da y motivada.

El INAI brindó asesoría especializada sobre la 
operación del Sistema de Portales de Obliga-
ciones de Transparencia (SIPOT), el 30 de junio de 
2016 y llevó a cabo el foro “Avances y retos de la 
transparencia en los sindicatos”, el 7 y 8 de julio 
de 2016 con el fin de compartir las experien-
cias de las organizaciones sindicales en las ac-
ciones que deben realizar como nuevos sujetos 
obligados, así como las mejores prácticas.

Se remitió el 7 de septiembre de 2016 —vía 
Herramienta de Comunicación (HCOM)— el re-
querimiento de los nombramientos oficiales 
del titular de la unidad de transparencia y los 
integrantes del comité de transparencia. Cabe 
señalar que toda la comunicación con el INAI se 
lleva a cabo de forma electrónica por medio de 
la PNT, que es el instrumento informático a tra-
vés del cual se ejercerán los derechos de acce-
so a la información y de protección de datos 
personales, así como su tutela, de manera que 
garantice su uniformidad respecto de cualquier 
sujeto obligado, y sea también el repositorio 
de información en la materia a nivel nacional.1 

1 Lineamientos para la implemen ta ción y operación de la 
Plataforma Nacional de Transparencia, 2016e. Disponi-
ble en: http://eventos.inai.org.mx/consultasnt/docs/9Pro
yectoImplementacionyOperacionPlataformaNT190116.pdf

La PNT consta de cuatro sistemas:

1. Sistema de solicitudes de acceso a la in-
formación, SISAI;

2. Sistema de gestión de medios de impug-
nación, SIGEMI;

3. Sistema de portales de obligaciones de 
transparencia, SIPOT y

4. Sistema de comunicación entre organis-
mos garantes y sujetos obligados, SICOM.

El SISAI tiene como objetivo asesorar técnicamente 
al personal de las unidades de transparencia en 
el funcionamiento del sistema para cumplir con 
la atención de las solicitudes de información con-
forme a lo que establece la ley general.

El SIGEMI comenzó a funcionar en julio de 2018 
y el SIPOT empezó a cargar información el 4 de 
julio de 2016, mientras que el SICOM es un sis-
tema de comunicación y gestión electrónica 
autorizado por el INAI para substanciar y cum-
plir con los recursos de revisión, recibir comu-
nicados, cumplir requerimientos y formular 
consultas.
 
A través de él, los sujetos obligados del ámbito 
federal pueden establecer cualquier tipo de co-
municación con el INAI. Este sistema no funcionó 
sino hasta julio de 2018, por lo que a la fecha 
se utilizó la HCOM, que también genera registros 
electrónicos del envío y recepción de la infor-
mación.

Siguiendo con el tema de las acciones reali-
zadas, tenemos que las jornadas de asesoría 
en materia de transparencia y acceso a la in-
formación, que analizan aspectos relevantes 
de la normatividad aplicable y revisan la ope-
ración técnica de diferentes sistemas electró-
nicos que administra el instituto, se llevaron 
a cabo el 20 y 21 de septiembre de 2016. 

Se informó el 30 de septiembre de 2016 que ya 
se contaba con la disponibilidad de las tablas 
de obligaciones comunes para poder cargar la 
información correspondiente en el SIPOT (http://
www.plataformadetransparencia.org.mx/).
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A través de la HCOM, se recibe el comunicado 
sobre el acuerdo mediante el cual se determina 
comunicar a los sujetos obligados la forma en 
que, de considerarlo necesario, harán del co-
nocimiento del organismo garante su calenda-
rio de días hábiles e inhábiles para efectos de 
atención a las solicitudes de acceso a la infor-
mación y datos personales. Este calendario se 
solicita todos los años y nuestra organización 
sindical siempre ha optado por ir de acuerdo 
con el calendario del INAI. 

Derivado de una discusión sindical, el 24 de oc-
tubre de 2016 se llevó a cabo una reunión con 
autoridades del INAI, a la que asistieron integran-
tes de los órganos de representación sindical 
como son el CEG, el consejo directivo, líderes sec-
cionales, miembros de comisiones permanentes, 
la comisión general de vigilancia y el comité de 
transparencia. 

Comité de transparencia
Como se especificó en puntos anteriores, y con-
siderando que el Estatuto no tiene contemplado 
el procedimiento para la creación del comité de 
transparencia y en uso de las atribuciones espe-
ciales de la secretaría general que se establecen 
en el artículo 52, fracción VIII de la norma, se pro-
cedió a la creación del comité de transparencia 
con el acta constitutiva del 16 de mayo de 2016.

De la propuesta de conformación inicial del co-
mité, se eligió a Francisco Téllez y se incorporó 
la secretaria de asuntos escalafonarios. De esta 
forma, el comité de transparencia quedó inte-
grado de la siguiente manera: como presiden-
te, Gustavo Muñoz González, Trinidad Otilia 
Moreno Becerra, secretaria de asuntos escala-
fonarios y Sandra Flores Alonso como titular de 
la unidad de transparencia.

En cuanto a la discusión sindical sobre la integra-
ción del comité de transparencia y su reglamen-
to o lineamientos por recomendación directa de 
las autoridades del INAI en la reunión de marzo 
de 2016, se decidió trabajar con lo que estipu-
lan las leyes general y federal, así como con los 
lineamientos emitidos por el pleno del INAI, mu-

chos de ellos publicados en el Diario Oficial de 
la Federación Cuadro 1.

Comisión transitoria
La mayoría de los hechos expuestos hasta aho-
ra dejan testimonio de lo que ha sido un éxito 
en la implementación de la transparencia sindi-
cal; sin embargo, existen obstáculos y peculia-
ridades frente a lo que ocurre en otros sujetos 
obligados. 

En septiembre de 2016 se tramitó una solicitud 
de información que requería datos de un expe-
diente en posesión de la comisión de honor y 
justicia, misma que puso en duda la legalidad 
de la existencia de la unidad y del comité de 
transparencia, situación que llevó meses de dis-
cusión acerca de quiénes serían las personas 
idóneas para formar dicho comité.

La titular de la unidad de transparencia presen-
tó en noviembre de 2016 un informe detallado 
de la conformación de los órganos antes men-
cionados al consejo directivo y se dio respues-
ta a todas las interrogantes planteadas por los 
integrantes de dicho consejo. El resultado de 
las acciones anteriores fue la emisión de un co-
municado que explica lo siguiente:

1. “En reunión extraordinaria de consejo 
directivo, celebrada el 14 de noviembre 
de 2016 se abordó el tema de las obli-
gaciones de transparencia del sindicato 
de trabajadores de la Cámara de Diputa-
dos con el fin de resolver algunas inte-
rrogantes y poder desahogar la opinión 
solicitada por la comisión de honor y 
justicia”.

2. “El consejo directivo acordó por unanimi-
dad dar a conocer a la base trabajadora 
la opinión que recae en el tema de obli-
gaciones de transparencia”.

3. “El comité ejecutivo general presentó un 
informe detallado de la conformación de 
la unidad y comité de transparencia, a 
solicitud del consejo directivo”.

4. “El cumplimiento de lo anterior se funda-
menta en el artículo 52, fracción VIII. Esto 
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Cuadro 1

Lineamientos Fecha publicación
DOF

Objetivo Entrada en vigor

Lineamientos técnicos generales 
para la publicación, homologación 
y estandarización de la información 
de las obligaciones establecidas en 
el título quinto y en la fracción IV del 
artículo 31 de la LGTAIP, que deben de 
difundir los sujetos obligados en los 
portales de internet y en la PNT. 

Anexo I. Artículo 70, obligaciones de 
transparencia.
Anexo XI. Artículo 78, autoridades 
administrativas y jurisdiccionales en 
materia laboral y sindicatos. 
Anexo XII. Artículo 79, sindicatos que 
reciban y ejerzan recursos públicos.

4 de mayo de 2016

Defi nir los formatos que se usarán para 
publicar la información prescrita en el 
título quinto de la ley general y asegurar 
que sea veraz, confi able, oportuna, 
congruente, integral, actualizada, accesible, 
comprensible y verifi cable. Contemplan 
las especifi caciones necesarias para 
la homologación en la presentación y 
publicación de la información, al tiempo 
que detallan los criterios mínimos, tanto de 
contenido como de forma, que los sujetos 
obligados deberán tomar en consideración 
al preparar la información que publicarán 
para cumplir con sus obligaciones de 
transparencia.

5 de mayo de 2016

Lineamientos que deberán observar 
los sujetos obligados para la atención 
de requerimientos, observaciones, 
recomendaciones y criterios que 
emita el SNT. 

4 de mayo de 2016

Defi nir los formatos que se usarán para 
publicar la información prescrita en el título 
quinto de la LGTAIP y asegurar que sea veraz, 
confi able, oportuna, congruente, integral, 
ac tua lizada, accesible, comprensible y 
verifi cable. Contemplan las especifi caciones 
necesarias para la homologación en la 
presentación y publicación de la información, 
al tiempo detallan los criterios mínimos, tanto 
de contenido como de forma, que los sujetos 
obligados deberán tomar en consideración 
al preparar la información que publicarán 
para cumplir con sus obligaciones de 
transparencia.

5 de mayo de 2016
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es, la formalización de los nombramien-
tos y se documenta por medio de un acta, 
ya que nuestra organización sindical no 
cuenta con normatividad en materia de 
transparencia. Al respecto, la comisión 
general de vigilancia ha propuesto sub-
sanar el hecho mediante la creación de 
una comisión transitoria considerada por 
el consejo directivo en tanto se lleva a 
cabo la armonización de nuestro estatu-
to con las leyes de transparencia”.

5. “Sandra Flores Alonso, encargada hasta el 
momento de la unidad de transparencia, 
quien depende directamente del titular 
del sujeto obligado y que acredita contar 
con experiencia en las materias de dere-
cho de acceso a la información y protec-
ción de datos personales como lo requiere 
la ley, informó detalladamente de las ac-
tividades realizadas a la fecha y destacó 
el cumplimiento de los requerimientos 
específicos de actividades por parte de 
los comisionados del INAI, operación de 
los diversos aspectos que nos correspon-
den dentro de la plataforma nacional de 
transparencia, respuestas a las solicitudes 
de información, asistencia a los cursos de 
capacitación e implementación operativa 
de los lineamientos expedidos por el ins-
tituto”. 

6. “De la misma forma, dio a conocer las ac-
tividades del comité de transparencia y 
destacó que éste se integró por tres per-
sonas que no dependen jerárquicamente 
entre sí y que durarán en el cargo en tan-
to el titular del sujeto obligado en turno 
lo determine”. 

7. “Por lo anteriormente expuesto, se resuel-
ve que debido a que nuestro Estatuto no 
tiene contemplado el procedimiento para 
la creación de la unidad y comité de trans-
parencia y en uso de las atribuciones es-
peciales de la Secretaría General, que se 
establecen en el artículo 52, fracción VIII, 
se procedió a su creación. Por lo anterior se 
debe ratificar la actuación de dichos órga-
nos mediante la creación de una comisión 
transitoria y verificar que se cuente con los 

recursos humanos y materiales para su óp-
tima operación y funcionamiento, en tanto 
se realizaran las modificaciones estatuta-
rias necesarias en materia de transparencia 
por medio de una asamblea general en el 
plazo señalado por la ley”.

De esta forma el CEG, por recomendación de 
la comisión general de vigilancia, constituyó 
una comisión transitoria para auxiliarlo en 
la tramitación del tema de transparencia de 
conformidad con el artículo 75 del Estatuto 
en vigor.

Dicha comisión transitoria se creó el 22 de 
noviembre de 2016 por medio del siguiente 
acuerdo del comité ejecutivo general:

Acuerdo de creación de la comisión transito-
ria de la unidad y el comité de transparencia 
del sindicato de trabajadores de la Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión, que 
le concede atribuciones a dicha comisión para 
“instrumentar el cumplimiento de las obliga-
ciones de transparencia y acceso a la infor-
mación en cuanto a estructura, clasificación 
de la información, SNT, digitalización de infor-
mación, ajustes razonables, documentación y 
archivos”.

La instalación de la comisión transitoria se lle-
vó a cabo el mismo 22 de noviembre de 2016 
en las oficinas sindicales de Donceles 40 en el 
Centro Histórico de la Ciudad de México.

Básicamente la comisión se enfocó en la res-
ponsabilidad del cumplimiento de las obliga-
ciones, procedimientos y responsabilidades 
establecidas en las leyes general y federal, para 
evitar ser acreedores de las sanciones y medi-
das de apremio establecidas en las mismas, de 
conformidad con el artículo 10 de la LFTAIP.

Para el cumplimiento de las obligaciones conte-
nidas en la LFTAIP, los sindicatos que reciben re-
cursos públicos deberán cumplir con nueve tipos 
de obligaciones, que a continuación se describen 
(Cuadro 2).
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Cuadro 2

Obligaciones de transparencia 
y acceso a la información Artículo 11, LFTAIP

1. Estructura 

XVI. Contar con los comités de transparencia, las unidades de transparencia y vigilar su 
correcto funcionamiento de acuerdo con su normatividad interna;
II. Designar en las unidades de transparencia titulares que dependan directamente del titular 
del sujeto obligado, y que preferentemente cuenten con experiencia en la materia.

2. Capacitación
XVI. Proporcionar capacitación continua y especializada al personal que forme parte de los 
comités de transparencia y unidades de transparencia.

3. Documentación y archivos

IV. Constituir y mantener actualizados sus sistemas de archivo y gestión documental confor-
me a la normatividad aplicable;
V. Promover la generación, documentación, y publicación de la información en formatos 
abiertos y accesibles;
XII. Difundir proactivamente información de interés público.

4. SIPOT y obligaciones 
con la LGTAIP

XI. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones de transparen-
cia;
XVI. Las demás que resulten de la ley general y demás normatividad aplicable.

5. Clasifi cación de la información VI. Proteger y resguardar la información clasifi cada como reservada o confi dencial.

6. Órgano garante

VII. Reportar al Instituto sobre las acciones de implementación de la normatividad en la ma-
teria, en los términos que éste determine;
X. Cumplir con las resoluciones emitidas por el Instituto en ejercicio de las facultades legales 
respectivas;
XV. Dar atención a las recomendaciones del Instituto.

7. Sistema nacional 
de transparencia

VIII. Atender los requerimientos, observaciones, recomendaciones y criterios que en ma-
terias de transparencia y acceso a la información realice el instituto y el sistema nacional.

8. Digitalización y tecnologías

IX. Fomentar el uso de tecnologías de la información para garantizar la transparencia, el 
derecho de acceso a la información y la accesibilidad a éstos;
XIV. Promover la digitalización de la información en su posesión y la utilización de las tecno-
logías de información y comunicación, de conformidad con las políticas que al efecto esta-
blezca el sistema nacional.

9. Ajustes razonables

XIII. Promover acuerdos con instituciones públicas especializadas que pudieran auxiliar-
les para entregar las respuestas a solicitudes de información en lengua indígena, braille o 
cualquier otro ajuste razonable con el formato accesible correspondiente, en la forma más 
efi ciente.
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Esta comisión presentó un proyecto de reforma 
estatutaria en materia de transparencia al con-
sejo directivo en marzo de 2017, documento 
que fue publicado en el sitio web del sindicato: 
http://www3.diputados.gob.mx/camara/004_
transparencia/16_sindicato/019_transparen-
cia_sindical.

Se entregó también un informe solicitado por 
la comisión general de vigilancia en agosto de 
2017. 

Reforma estatutaria
El 17 de abril de 2017 el consejo directivo —en 
reunión extraordinaria— aprobó un acuerdo 
para reformar y adicionar al Estatuto una frac-
ción al artículo 49 y otra fracción al artículo 52, 
así como dos artículos transitorios. Sin embar-
go, dos días después, en reunión extraordinaria, 
se rompió el acuerdo. El 22 de abril el consejo 
aclaró que no se logró consenso en la propues-
ta de reforma y, por tanto, no suscribió el pro-
yecto de reforma. No obstante, acordó apoyar 
el proyecto que al final presentó el secretario 
general a nombre del comité ejecutivo general 
en la asamblea general extraordinaria, realiza-
da el 24 de abril de 2017.

El proyecto de reforma Estatutaria en materia 
de transparencia que se presentó fue el si-
guiente:

 “Primero. Se adiciona una fracción al ar-
tículo 49, y se recorren las demás en su 
orden, del Estatuto del sindicato de tra-
bajadores de la Cámara de Diputados del 
H. Congreso de la Unión, para quedar 
como sigue:

 Artículo 49. Son atribuciones del comité 
ejecutivo general:

 I. …
 II. Nombrar al titular de la unidad de 

transparencia y a los integrantes del co-
mité de transparencia, a propuesta del 
titular de la secretaría general;

 III. …
 Segundo. Se adiciona una fracción al ar-

tículo 52, y se recorren las demás en su 

orden, del Estatuto del sindicato de tra-
bajadores de la Cámara de Diputados del 
H. Congreso de la Unión, para quedar 
como sigue:

 Artículo 52. Son atribuciones especiales 
de la secretaría general:

 I. …
 II. Proponer al comité ejecutivo general, 

para su nombramiento, al titular de la 
unidad de transparencia y a los integran-
tes del comité de transparencia;

 III. …

Transitorios
 Primero. Las adiciones en materia de 

transparencia entrarán en vigor al día 
siguiente de su aprobación por la asam-
blea general extraordinaria del día 24 de 
abril de 2017. 

 Segundo. Para el funcionamiento de la 
unidad de transparencia y el comité de 
transparencia se estará a lo dispuesto 
por la ley general de transparencia y ac-
ceso a la información pública y la norma-
tividad en la materia”.

Durante el debate del proyecto de reformas 
y luego de escuchar todos los posicionamien-
tos, se realizó la votación cuyo resultado fue 
mayoría en contra, por lo que lamentablemen-
te se desechó el proyecto. Así pues, el intento 
de la representación sindical para armonizar 
el estatuto al marco jurídico en materia de 
transparencia no pudo consolidarse. 

Inclusive después hubo desacuerdos entre 
los integrantes de las diferentes secciones 
sindicales, quienes llevaron a cabo asambleas 
extraordinarias seccionales con el propósito 
de elegir a un titular y un suplente —en cada 
una— para conformar el comité de transpa-
rencia. 

Toda esta situación generó conflictos que lleva-
ron a la comisión general de vigilancia a convocar 
a una reunión con todos los actores involucra-
dos. El objetivo de ésta fue para tratar de aclarar 
la situación de los nombramientos del comité de 
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transparencia. Los acuerdos a los que se llegaron 
son los siguientes:

 La unidad y el comité de transparencia 
seguirán trabajando con el titular desig-
nad@.

 A los compañeros equivocadamente elec-
tos en las secciones para ser los nuevos 
integrantes del comité de transparencia, 
se les exhortó a sumarse al programa de 
capacitación del INAI.

 La reunión concluyó sin poner en tela de 
juicio que el sindicato está en pleno cum-
plimiento de las leyes de transparencia.

De lo anterior se desprende que las principa-
les dificultades —en materia operativa— para 
la implementación de la ley son las siguientes:

  Difusión insuficiente o confusa de la ley 
general entre los trabajadores.

 Dificultades técnicas por el mal funciona-
miento de la PNT, en algunos casos.

 Inconformidades en la integración del co-
mité de transparencia.

 Solicitudes poco claras o múltiples.
 Veracidad de los solicitantes.

En materia administrativa:

 Dificultad para recabar información de 
años anteriores.

 Falta de capacitación en cultura de trans-
parencia y apertura gubernamental.

En materia normativa:

 Desconocimiento o interpretación de la 
ley

 Indefiniciones o deficiencias en el texto 
de la ley general.

Conclusiones
Las unidades de transparencia son el enlace en-
tre las personas que realizan las solicitudes de 
información y los sujetos obligados, no son las 
áreas que poseen la información y que finalmen-
te son las responsables de sus propios archivos.

Ante el supuesto de que alguna de las áreas 
del sujeto obligado se negara a colaborar con 
la unidad de transparencia, ésta puede avisar 
al superior jerárquico del área en cuestión para 
que ordene al funcionario sindical de quien se 
trate de dar cumplimiento inmediato.
 
En caso de que persista la negativa de colabo-
ración, la unidad de transparencia lo hará del 
conocimiento de la autoridad competente para 
que se inicie, en su caso, el procedimiento de 
responsabilidad respectivo (artículo 46, LGTAIP y 
artículo 62, LFTAI). 

Por otro lado, son características destacables de 
las unidades de transparencia que dependen di-
rectamente del titular del sujeto obligado y que 
coordinan la difusión, propiciar la actualización 
periódica de la información que los sujetos obli-
gados deben transparentar y la obligación de 
garantizar el ejercicio del derecho de acceso a 
la información entre el sujeto obligado y los so-
licitantes. 

Además, la ley les confiere la responsabilidad 
de auxiliar a los particulares en la elaboración 
de solicitudes de acceso a la información y, en 
su caso, orientarlos sobre los sujetos obliga-
dos competentes conforme a la normatividad 
aplicable; promover e implementar políticas de 
transparencia proactiva procurando su accesi-
bilidad, así como fomentar la transparencia al 
interior del sujeto obligado.

Para el adecuado ejercicio de sus funciones, 
las oficinas que ocupan las unidades de trans-
parencia deben estar ubicadas en lugares vi-
sibles para el público general y ser de fácil 
acceso. Asimismo, deben contar con las con-
diciones mínimas de operación que aseguren 
el cumplimiento de sus funciones. De esta 
forma, garantizarán efectivamente el ejercicio 
del derecho de acceso a la información de los 
particulares (artículo 63, LFTAIP).

Por su parte, los comités de transparencia 
serán colegiados, integrados por un número 
impar, designado por el titular o el órgano su-
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premo y adoptarán sus resoluciones por mayo-
ría de votos. 

De las atribuciones y funciones de los comités 
de transparencia destaca que establecen políti-
cas para facilitar la forma de obtener informa-
ción, la manera óptima para ejercer el derecho 
de acceso a la información y promueven la ca-
pacitación en el sujeto obligado.

Nuestro sindicato, atendiendo el mandato de 
la ley, no sólo constituyó la unidad de trans-
parencia y el comité de transparencia sino que 
puso en marcha el departamento de protección 
de datos personales en su carácter de sujeto 
regulado, obligado a proteger los datos perso-
nales que obren en su poder.
 
En todo el proceso —la representación sindi-
cal— como responsable de la protección de la 
información personal de todos los trabajado-
res sindicalizados y en defensa del principio de 
autonomía sindical, ha mantenido la postura 
de señalar en las instancias correspondientes 
cuáles son las obligaciones de transparencia 
que no son aplicables al sindicato. 

Esto es, aunque la ley señala 48 obligaciones 
de transparencia comunes que deben estar a 
disposición del público de forma actualizada 
a nuestro sindicato, únicamente le aplican 17 
fracciones del artículo 70 que se refiere a las 
obligaciones comunes de los sujetos obligados 
más las obligaciones específicas de los sindi-
catos. 

De la misma forma, estamos pendientes del pa-
pel de sujeto regulado por la Ley Federal de Da-
tos Personales en Posesión de los Par ticulares 
vigente, ya que la nueva Ley General de Protec-
ción de Datos Personales en posesión de suje-
tos obligados no se aplica a sindicatos.
 
El INAI mantiene un acompañamiento constante 
con el sindicato y mediante la titular de la uni-
dad de transparencia se ha dado cumplimiento 
en tiempo y forma a todos los requerimientos, 
recomendaciones y lineamientos derivados de 

la implementación de la ley, así como de las 
respuestas a las solicitudes de información. Se 
presentaron cinco recursos de revisión de los 
que el pleno del INAI confirmó la respuesta en 
tres de ellos, uno modificó y otro confirmó par-
cialmente.

Para el sitio web del sindicato se creó el menú 
de transparencia sindical con toda la informa-
ción que señala la ley y actualmente se está 
trabajando con la dirección general de tecno-
logías de la información de la CDHCU para dar 
a conocer el nuevo portal de transparencia al 
mismo estilo que maneja la propia Cámara de 
Diputados.

El comité de transparencia ha cumplido con 
sus funciones de sesionar de manera regular, 
atender los asuntos presentados por la unidad 
de transparencia y emitir las resoluciones co-
rrespondientes. También ha confirmado o mo-
dificado las determinaciones que en materia de 
ampliación del plazo de respuesta, clasifica-
ción de la información y declaración de inexis-
tencia o de incompetencia han realizado las 
áreas, sin que a la fecha se haya solicitado una 
revocación total.

Ha establecido asimismo políticas para fa-
cilitar el ejercicio del derecho de acceso a la 
información y ha promovido a su vez la capa-
citación y actualización de los trabajadores a 
través del programa de capacitación anual en 
materia de transparencia, acceso a la informa-
ción, accesibilidad y protección de datos per-
sonales.
 
Es el órgano que recaba y envía al INAI la infor-
mación trimestral del sujeto obligado para la 
elaboración del informe anual del instituto. 

En el ámbito de la capacitación nuestra orga-
nización resultó ser el sindicato que más ins-
truyó a sus integrantes, quienes acudieron a 
encuentros sindicales y acreditaron cursos pre-
senciales, en línea, seminarios, diplomados y la 
oportunidad de cursar la maestría en derecho 
de la información. 
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Igualmente, con la presentación de las siguien-
tes variables se constata a qué grado el sindica-
to ha asumido los compromisos en la materia: 
asistencia a los talleres de la RED y cumplimien-
to de los acuerdos; designación del enlace de 
capacitación 2016-2017 y 2018; entrega de la 
detección de necesidades de capacitación para 
2017 y 2018, así como elaboración del pro-
grama de capacitación en materia de transpa-
rencia, acceso a la información, protección de 
datos personales y temas relacionados de 2017 
y 2018.

De la misma forma, rediseñó la estructura 
orgánica sindical con fines de capacitación 
en transparencia. Como resultado de las ac-
ciones de capacitación con asistencia a ca-
pacitación presencial, especializada y en la 
modalidad en línea en CEVINAI, resultó que el 
impacto positivo de la capacitación recibida 
es la mejora en las respuestas a solicitudes 
de información (en el sentido de compleción 
y oportunidad).

Finalmente, de la puesta en marcha de esta 
reforma y su legislación reglamentaria surgen 
interrogantes, como por ejemplo si la transpa-
rencia puede contribuir a cambiar la percepción 
negativa que se tiene de los sindicatos en Mé-
xico. Aún es pronto para responderlo, aunque 
lo políticamente correcto es decir que sí, que la 
transparencia es una herramienta básica en el 
mundo democrático. 

El ejercicio cotidiano del derecho de acceso a la 
información permite poner límites a la secrecía 
y abatir la opacidad de las organizaciones sin-
dicales que se encuentran en la parte más baja 
de la escala de confianza en las instituciones, 
apenas por encima de diputados, senadores, 
partidos políticos y la policía.

Si se desea transitar hacia la cultura de trans-
parencia sindical, se requiere la práctica co-
tidiana, ya que para ser transparentes, como 
organizaciones y como individuos, se necesita 
la modificación de viejas prácticas y generar 
nuevas capacidades.

En consecuencia, los retos para nuestro sindica-
to son consolidar el cumplimiento de obligacio-
nes en la plataforma nacional de transparencia 
y continuar con la capacitación e implementar 
las nuevas obligaciones en materia de archivos. 
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Preámbulo 

La profesionalización del servicio público 
es fundamental para mejorar la eficacia, 
eficiencia e incluso avanzar en el comba-

te a la corrupción en todos los niveles de la 
administración pública. Establecer un esquema 
de Servicio Profesional de Carrera funcional en 
cada una de las instituciones públicas es una 
tarea esencial para fortalecer al Estado. 

Las primeras prácticas relacionadas a un servi-
cio profesional en la administración pública en 
México pueden remontarse a la época virrei-
nal. No obstante, la evolución institucional de 
lo que hoy es la Secretaría de Relaciones Exte-
riores puede ser un referente contemporáneo a 
través del cual es posible apreciar la importan-
cia de establecer bases de igualdad de oportu-

nidades en el acceso, ascenso y permanencia 
de los servidores públicos en las instituciones 
públicas. 

En enero de 2006 fue publicado el decreto por 
el cual se expide la Ley del servicio profesio-
nal de carrera en la administración pública 
federal, a partir de entonces diversas institu-
ciones de la administración pública han crea-
do modelos afines, como es el caso del Poder 
Judicial con su carrera judicial; en los órganos 
de fiscalización, particularmente la Auditoría 
Superior de la Federación, la Certificación en 
fiscalización superior profesional; y en otras 
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PARA LA RESTRUCTURACIÓN 

DE LA ADMINISTRACIÓN 
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ramas del servicio público aplican un modelo 
de Servicio Profesional de Carrera con base en 
la ley citada.

No obstante los esfuerzos para profesionalizar a 
los servidores públicos, los resultados frente a la 
opinión pública no son muy alentadores, ya que 
existe una percepción negativa respecto al des-
empeño, con relación al cumplimiento de me-
tas y objetivos establecidos en cada una de las 
instituciones públicas de este país, y por tanto, 
los ciudadanos han mantenido una percepción 
negativa del desempeño de los servidores pú-
blicos, y por ende de las instituciones. 

Frente a este contexto, el Servicio Profesional 
de Carrera toma una gran relevancia, pues los 
ciudadanos, la sociedad civil e incluso el propio 
Estado requiere de manera imperante alcanzar 
mejores estándares de calidad en los servicios 
y en general en todas las actividades que se 
desarrollan en la administración pública. 

La importancia del Servicio 
Profesional de Carrera 
para la organización del Estado
La organización administrativa de las institu-
ciones del Estado y sus servidores públicos son 
fundamentales para el sano desarrollo de la na-
ción. Optimizar el buen funcionamiento de la 
administración pública es una labor que debe 
estar encaminada a lograr un ágil, eficiente y 
transparente manejo de recursos financieros, 
humanos y materiales, a través de lo cual se 
pueden potencializar las capacidades y opor-
tunidades de la productividad del Estado con 
la finalidad de satisfacer el desarrollo social, 
empresarial y político de nuestro país. 

La misión más importante de la administración 
pública es trabajar para cumplir con los objeti-
vos de desarrollo de la nación mediante la ges-
tión de todos los asuntos públicos de forma 
efectiva, ágil y transparente, de tal manera que 
este funcionamiento atienda de forma homo-
génea las necesidades de los diversos sectores 
de la sociedad, y no sólo a los intereses del 

grupo en el poder, con el objetivo de brindar 
servicios públicos de alta calidad, pero tam-
bién mejores condiciones para el desarrollo 
nacional y de vida de los ciudadanos. 

El manejo político de la administración pública 
representa un freno al desarrollo empresarial, 
social y a la maduración de la democracia en 
nuestro país. La gestación de una administra-
ción pública que no esté cooptada por partidos 
políticos es de vital importancia para propi-
ciar la evolución de sus estructuras, intereses, 
prácticas y sobre todo para crear una cultura 
de alto desempeño y reconocimiento al mérito, 
esfuerzo, productividad, formación académica, 
capacitación y de igualdad de oportunidades. 

Para lograrlo, es necesario que paralelamente 
se establezcan procesos de seguimiento y con-
trol con un enfoque de acceso público, transpa-
rente y de carácter permanente, lo cual puede 
llevarse a cabo mediante el empoderamiento 
del Servicio Profesional de Carrera como me-
canismo único, pero flexible, para el ingreso 
a ocupar un puesto en el servicio público, sin 
que esto implique la cancelación de movilidad 
o ascenso de un servidor público en diferentes 
instituciones de la administración pública. 

El Servicio Profesional de Carrera debe enten-
derse como una herramienta fundamental para 
la evaluación y control respecto al acceso, per-
manencia y de nivelación en el servicio públi-
co, que además puede fungir como elemento 
adicional para los procesos de rendición de 
cuentas al que todo servidor público debe es-
tar sujeto.

Uno de los ejes rectores de la evolución burocrá-
tica debe ser la profesionalización del servicio 
público con la finalidad de cumplir con los cri-
terios de erigir “un proceso a través del cual las 
instituciones estatales adquieran un conjunto 
de atributos que les permitan disponer de per-
sonal que garantice a la ciudadanía profesiona-
lismo y objetividad, vocación democrática y el 
respeto a los principios de igualdad, mérito y 
competencia. Supone la aplicación de criterios, 
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métodos y tecnologías que aseguren el acceso 
de los más aptos, su adecuada ubicación en 
los puestos de trabajo, la periódica evaluación 
de su desempeño y su eventual promoción, así 
como el reconocimiento de una compensación 
justa por sus servicios y la vigencia de dere-
chos y obligaciones que permitan el desarrollo 
profesional, estabilidad en el empleo en tanto 
reúna y ratifique su desempeño meritorio y su 
conducta honesta y transparente”.1

De acuerdo con un documento del Centro de 
Estudios Sociales y de Opinión Pública,2 que 
toma en cuenta la opinión de diversos autores, 
el servicio público de carrera comprende al me-
nos los siguientes elementos:

 El sistema se basa en un esquema de in-
greso y promoción a partir de concursos 
de oposición para ocupar puestos admi-
nistrativos. Los concursos buscan garan-
tizar la transparencia y objetividad de la 
selección del personal.

 Precisa de un sistema de formación y 
capacitación permanente, diseñada de 
manera diferenciada para satisfacer las 
necesidades y requerimientos de cada 
organismo o institución.

 Cuenta con un método que permite eva-
luar el desempeño de los servidores de 
carrera.

 Provee un marco normativo con reglas 
claras y definidas sobre el funcionamien-
to del sistema en su conjunto.

Fortalecer y profesionalizar al sistema adminis-
trativo del Estado para lograr eficiencia, eficacia 
y disminuir la corrupción no debe ser un tema 

1 Programa para el Servicio Profesional de Carrera en 
la Administración Pública Federal 2013-2018. Disponi-
ble en: [https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/
file/51937/Propuesta_Programa_SPC_2013_2018_VER_FI-
NAL_OCT_2015__ACEPTUAJ_13112015_.pdf] (consulta: 28 de 
febrero de 2018). 
2 María de los Ángeles Mascott Sánchez, Sistemas de servicio 
civil: una comparación internacional, Centro de Estudios So-
ciales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados. Dis-
ponible en: [file:///C:/Users/Usuario/Downloads/POP002%20
Sistemas%20de%20servicio%20civil%20-%20comparacion%20
internaciona%20(2).pdf] (consulta: 28 de febrero de 2018).

utópico, sino un objetivo de nación. Establecer 
sistemas que garanticen el perfeccionamiento 
y óptimo desarrollo administrativo-burocrático 
del país requiere la implementación de políti-
cas, normas y procesos que garanticen que en 
primer término los perfiles con mayor forma-
ción académica, y posteriormente, con mayor 
experiencia en el cumplimiento de objetivos 
dentro de su ámbito obligación y responsabi-
lidad qué ocupen un cargo, sean removidos o 
promocionados de forma ascendente en la ad-
ministración pública. 

Marco normativo general
 Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos.
 Ley Orgánica de la Administración Públi-

ca Federal.
 Ley del Servicio Profesional de Carrera en 

la Administración Pública Federal.
 Ley General de Contabilidad Guberna-

mental.
 Reglamento de la Ley Federal de Presu-

puesto y Responsabilidad Hacendaria.
 Disposiciones Generales, Procedimiento 

de Contratación, de las Infracciones y 
Sanciones.

Normas de aplicación 
interna en algunas instituciones

Servicio Exterior de carrera
 Ley del Servicio Exterior Mexicano.
 Reglamento de la Ley del Servicio Exte-

rior Mexicano.
 Reglamento interior de la Secretaría de 

Relaciones Exteriores.

Carrera judicial 
 Reglamento de la carrera judicial.
 Ley Orgánica del Poder Judicial Federal.
 Ley Orgánica del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal.
 Reglamento Interior del Consejo de la Ju-

dicatura Federal. 
 Estatuto de Gobierno de la CDMX.
 Normatividad estatal emitida por su Con-

greso. 
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Certificación de fiscalización
 Reglamento Interior de la Auditoría Supe-

rior de la Federación.
 Estatuto del Servicio Fiscalizador de Ca-

rrera de la Auditoría Superior de la Fede-
ración. 

 Manual de Organización de la Auditoría 
Superior de la Federación.

Servicio Profesional 
Electoral Nacional
 Estatuto del Servicio Profesional Electoral 

Nacional y del Personal de la Rama Admi-
nistrativa.

 Normatividad estatal emitida por su Con-
greso. 

La corrupción 
en el servicio público
La Ley del Servicio Público de Carrera en la Ad-
ministración Pública Federal describe al Servi-
cio Profesional de Carrera como un mecanismo 
para garantizar la igualdad de oportunidades en 
el acceso a la función pública con base en el 
mérito y con el fin de impulsar el desarrollo de 
la función pública para beneficio de la sociedad. 

Los principios rectores de este sistema son: 
legalidad, eficiencia, objetividad, calidad, im-
parcialidad, equidad, competencia por mérito 
y equidad de género.

No obstante que el concepto del Servicio Públi-
co de Carrera satisface la concepción teórica 
del mismo, la percepción social indica que nos 
encontramos a una enorme distancia de empa-
tar hechos con teoría. 

Lamentablemente, el control partidista y su 
falta de voluntad política han derivado en 
ine ficiencia, corrupción y/o altos costos bu-
rocráticos, que han impedido la adopción de 
identidad hacia los preceptos teóricos, gene-
rando un abismal diferencia entre lo que es y 
lo que debería ser. 

En una concepción sociológica la corrupción 
puede ser entendida como una “práctica con-

sistente en la realización de actos ilícitos o la 
utilización de medios económicos o materiales 
de manera inapropiada para conseguir un be-
neficio personal”.3

La administración pública en México enfrenta 
una crisis de corrupción, siendo ésta uno de 
los mayores lastres que impiden el fortaleci-
miento de la democracia, ocasiona pérdidas 
millonarias al erario público, retrasa la genera-
ción de bienestar social, impide que se genere 
alta productividad, obstaculiza la competencia 
económica, además, crea una especie de grupo 
de control burocrático que ejerce control sobre 
las instituciones públicas, lo que impacta nega-
tivamente las acciones, políticas y programas 
de gobierno. 

La corrupción y la impunidad, al ser problemas 
complejos y multidimensionales, ocasionan 
daños al sector empresarial, al Estado y la so-
ciedad en general, es decir, impactan todos y 
cada uno de los ámbitos de desarrollo nacio-
nal, pues degradan la moral, la ética pública 
y los valores sociales, tanto en el desempeño 
de un cargo público como al ejercer la políti-
ca, e incluso, en la vida diaria, lo que proyecta 
incertidumbre hacia las instituciones públicas 
y/o privadas, que a su vez merma la confianza 
hacia las instituciones, de los servidores pú-
blicos e incluso respecto a la solidaridad entre 
ciudadanos. 

En la encuesta La corrupción en México: percep-
ción, prácticas y sentido ético, elaborada por la 
Universidad Nacional Autónoma de México, se 
describe que “la desconfianza, como la condi-
ción de lo creíble, desdibuja la integridad de 
las instituciones, de las personas y de la auto-
ridad pública que se funda en la solidez moral. 

La obediencia de la autoridad sólo es posible 
cuando ésta tiene credibilidad y la sospecha 

3 María Marván Laborde et al., La corrupción en México: 
percepción, prácticas y sentido ético. Los mexicanos vistos 
por sí mismos, Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, 2015. Disponible en: [http://www.losmexicanos.unam.
mx/corrupcionyculturadelalegalidad/libro/html5forpc.
html?page=0] (consulta: 28 de agosto de 2018).



23

sobre su integridad y desempeño hacen que 
deje de ser un referente cotidiano de la vida 
social y política”.4

La misma encuesta menciona que para que un 
hecho pueda ser calificado como corrupción es 
necesario que exista la violación de algún tipo 
de norma, se presente una conducta indebida 
o manejo indebido de recursos y se realicen 
estos actos para la búsqueda de un beneficio 
personal. 

Bajo este tenor de ideas es preciso mencionar 
que el Departamento de Asuntos Económicos 
y Sociales de la Organización de las Naciones 
Unidas ha mencionado que 

[...] diversos estudios realizados por organis-
mos internacionales registran evidencias acerca 
de una relación positiva entre la existencia de 
sistemas de función pública o servicio profesio-
nal de carrera, respecto a los niveles de con-
fianza de los ciudadanos en su administración 
pública, la eficacia gubernamental, la lucha 
contra la corrupción y la capacidad de creci-
miento económico sustentable de los países. 
Por otra parte, una administración profesional 
que incorpora tales sistemas contribuye al for-
talecimiento institucional de los países y a la 
solidez del sistema democrático.5

Una de las acciones más recurrentes de corrup-
ción dentro de la administración pública son 
las llamadas “mordidas”, requeridas para rea-
lizar un trámite o incluso para recibir un ser-
vicio, hecho que en apariencia pudiera ser de 
menor impacto, pero que en la práctica tiene 
dimensiones gigantescas, ya que de acuerdo  
con el Índice Nacional de Corrupción y Buen 
Gobierno 2010, elaborado por Transparencia 
Mexicana (TM), se observa lo siguiente: 6

4 Ibidem. 
5 Carta Iberoamericana de la Función Pública (Resolución 
Núm. 11 de la “Declaración de Santa Cruz de la Sierra”). De-
partamento de Asuntos Económicos y Sociales de la Orga-
nización de las Naciones Unidas; Centro Latinoamericano 
de Administración para el Desarrollo, 2003. Disponible en 
[http://old.clad.org/documentos/declaraciones/cartaibe-
ro.pdf] (consulta: 29 de agosto de 2018).
6 Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno. Trans-
parencia Mexicana. Disponible en: [http://www.tm.org.

 Se identificaron 200 millones de actos de 
corrupción en el uso de servicios públi-
cos provistos por autoridades federales, 
estatales, municipales, así como conce-
siones y servicios administrados por par-
ticulares.

 Una “mordida” costó a los hogares mexi-
canos un promedio de $165.00. En 2007 
el promedio fue de $138.00.

 Para acceder o facilitar los 35 trámites y 
servicios públicos medidos por TM se des-
tinaron más de 32 mil millones de pesos 
en “mordidas”.

 En promedio, los hogares mexicanos des-
tinaron 14% de su ingreso a este rubro.

 De los 35 trámites evaluados, 14 reduje-
ron sus niveles de corrupción y 21 em-
peoran sus niveles de corrupción. 

Lamentablemente los ejemplos de corrupción 
son muchos; lo más grave es la falta de accio-
nes ejemplares por parte de los poderes de la 
unión para disminuir significativamente este 
problema, lo que ha generado una percepción 
de habitualidad respecto a que los responsa-
bles de corrupción no afrontan las consecuen-
cias de sus actos tanto en lo político como en 
el ámbito legal. 

Para corregir este obstáculo a la competitivi-
dad ocasionado por la corrupción se puede 
optar por la instauración de la certificación 
de sistemas de gestión para la atención y ca-
lidad de los servicios que brinda el Estado, 
de tal manera que todo trámite o servicio 
cuente con un esquema de: tiempos de re-
cepción, elaboración, validación y entrega, 
de forma tal que una vez que un usuario re-
úna los requisitos no exista espacio para que 
una gestión sea atendida con mayor o menor 
celeridad. De esta manera se puede conso-
lidar la estandarización de eficiencia, efica-
cia y calidad de la mayoría de los servicios, 
particularmente en los trámites que reciben 
los ciudadanos y empresarios por parte del 
Estado (Gráfica 1).

mx/wp-content/uploads/2013/05/01-INCBG-2010-Informe-
Ejecutivo1.pdf]
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Gerardo Ávalos Tenorio 

[...] refiere que la reflexión de la filosofía y la 
ética dentro de nuestro régimen político es un 
ejercicio obligado para generar las transforma-
ciones que se deben impulsar para ocasionar 
cambios de fondo a los problemas que se pre-
sentan en nuestra sociedad, ya que actualmen-
te las instituciones diseñadas para garantizar la 
vida, la libertad, la seguridad, los derechos civi-
les y las reglas del juego social, son debilitadas 
por la propia práctica gubernativa carente de 
soportes éticamente cimentados.7

7 Gerardo Ávalos Tenorio, Ética y política para tiempos 
difíciles, CESOP Universidad Autónoma Metropolitana-Xochi-
milco, 2017. Disponible en: [http://www5.diputados.gob.
mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/CESOP/Estudios-
e-Investigaciones/Libros/Etica-y-politica-para-tiempos-vio-
lentos] (consulta: 21 de febrero de 2018).

Bajo este contexto, se puede ubicar a la corrup-
ción como un fenómeno maleable, capaz de 
penetrar a todo tipo de organización política, 
social o empresarial. Esta realidad se ha cons-
tituido así no porque sea la naturaleza antro-
pológica o se encuentre contenida en el ADN de 
los mexicanos, sino por la falta de decisión y 
determinación por parte de los protagonistas de 
los grupos de poder en nuestro país para en-
frentar el principal obstáculo de la competencia 
económica, el incremento de la violencia, la in-
seguridad. 

No es muy difícil identificar que casi en cual-
quier ámbito de la vida institucional pública 
o privada la corrupción se ha alojado creando 
una metástasis que ha dañado el tejido social, 
político y empresarial, ocasionando la perdura-

Derechos sociales y cohesión social 2018.

Fuente: Encuesta territorial nacional: Derechos sociales y cohesión social, CESOP. Disponible en [https://drive.google.com/
drive/folders/1w9ng_Q-UVrKlrZWOpnJn8Y5jSuGNuXu4?ogsrc=32] (consulta: 30 de agosto de 2018).

Gráfica 1. Ahora le voy a mencionar el nombre de algunas instituciones 
o grupos sociales. Por favor dígame, ¿qué tanto confía usted en cada una de ellas: 

mucho, algo, poco o nada? (parte 2).
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bilidad de círculos degenerativos en todos los 
sistemas de nuestro país. 

La gravedad de la corrupción en México es alar-
mante. De acuerdo con el Índice de Percepción 
de la Corrupción 2017, publicado por Trans-
parencia Internacional en 2018, nuestro país 
pasó del lugar 129 en 2016 al 135 en 2017, 
con una calificación de 29 sobre 100 puntos 
en una escala donde cero es una percepción 
de altos niveles de corrupción y 100 son ba-
jos niveles de percepción de corrupción,8 con 
lo cual seguimos ubicamos como el peor país 
evaluado dentro de los países integrantes de 
la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico (OCDE), así como entre los 
peores países evaluados de América Latina. No 
obstante los vergonzosos resultados, se ha de-
mostrado una apática y taimada decisión po-
lítica para enfrentar este lastre que ocasiona 
falta de oportunidades, desigualdad, violencia, 
delincuencia, injusticia y escasa competencia 
económica en todas las coordenadas de nues-
tra nación. 

La profesionalización de servidores públicos 
por medio de la instauración de un Servicio 
Profesional de Carrera como única vía de ingre-
so, pero flexible, a la administración pública es 
una tarea que fortalecerá implícitamente a to-
das las instituciones del Estado; sin embargo, 
es necesario tener claro que el SPC es tan sólo 
una pieza dentro de un número de acciones a 
implementarse paralelamente tanto para el for-
talecimiento de las instituciones como para el 
combate a la corrupción. Los puntos que a con-
tinuación se presentan fueron desarrollados en 
un documento de investigación denominado 
Combate a la corrupción. Un paralelismo de 
sinergias para su combate integral, con la fi-
nalidad de visualizar una manera integral de 
fortalecer a las instituciones y el combate a la 
corrupción:9 

8 Índice de percepción de la corrupción 2016 vía Trans-
parencia Internacional. IMCO. Disponible en: [https://www.
tm.org.mx/ipc2017/] (consulta: 1 de febrero de 2018).
9 Omar Cortés Macías, Combate a la corrupción. Un pa ra-
lelismo de sinergias para su combate integral, Centro de 
Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cá mara de Di-

 Creación de una fiscalía especializada 
para la defensa de servidores públicos 
honestos, ya que éstos son la primera 
línea de defensa contra cualquier acto 
de corrupción en la administración pú-
blica. 

 Establecer un Servicio Profesional de Ca-
rrera como mecanismo único, pero flexi-
ble, de ingreso, promoción y permanencia 
en cualquier rama del servicio público, a 
partir de lo cual sería posible evitar la dis-
crecionalidad en la designación de cargos 
en la administración pública. 

 Delimitación en dos ramas del servicio pú-
blico: judicial-fiscalizador o político admi-
nistrativo, para evitar que se confabulen 
conflictos de interés al pasar de una rama 
a la otra. 

 Certificación de procesos al estilo ISO-9001, 
que representa una gran ventana de opor-
tunidad en toda la administración pública 
para mejorar la gestión de la operatividad 
del servicio público.

 Ampliar los mecanismos de transparen-
cia y acceso a la información pública bajo 
un esquema de gobierno abierto y datos 
abiertos. 

 Establecer nuevos mecanismos para la 
designación de los integrantes del Poder 
Judicial con la finalidad de lograr autono-
mía plena de los órganos de impartición 
de justicia.

 Autonomía de los órganos de fiscalización 
a través de la discusión de nuevos meca-
nismos de designación de sus titulares, de 
tal manera que se evite romper con toda 
posibilidad de conflicto de interés. 

 Reforma al marco normativo de adquisi-
ciones y contratación de arrendamientos 
y servicios con el gobierno para evitar 
compras a sobre precio.

 Creación de una oficina de presupuesto 
para el análisis de la viabilidad de asigna-

putados, 2018. Disponible en: [http://www5.diputados.
gob.mx/index.php/camara/Centros-de-Estudio/CESOP/
Estudios-e-Investigaciones/Documentos-de-Trabajo/Num.-
285.-Combate-a-la-corrupcion.-Un-paralelismo-de-sinergias-
para-su-atencion-integral-Parte-1] (consulta: 29 de agosto de 
2018).
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ción de recursos en el presupuesto públi-
co federal. 

 Ampliar mecanismos de participación 
ciudadana y el empoderamiento de estas 
labores a través del reconocimiento me-
ritorio para el ingreso al servicio público.

 Integración de la Unidad de Inteligencia 
Financiera del SAT al Sistema Nacional An-
ticorrupción. 

 Publicar los formatos para realizar la de-
claración “tres de tres” para cumplir con 
la obligatoriedad de su presentación. 

Brevísimos comentarios 
de la implementación 
del Servicio Profesional 
de Carrera en México
El Programa del Servicio Profesional de Carre-
ra 2013-2018 describe que la profesionaliza-
ción del servicio público 

[...] supone la aplicación de criterios, métodos y 
tecnologías que aseguren el acceso de los más 
aptos, su adecuada ubicación en los puestos de 
trabajo, la periódica evaluación de su desempe-
ño y su eventual promoción, el reconocimiento 
de una compensación justa por sus servicios y 
la vigencia de derechos y obligaciones que per-
mitan su realización profesional y su estabili-
dad en el empleo en tanto reúna y ratifique su 
desempeño meritorio y su conducta honesta y 
transparente.10

Lo que tácitamente propone el Programa del 
Servicio Profesional de Carrera 2013-2018 es 
una gestión pública con base en resultados, que 
a su vez implica la instrumentación de meca-
nismos para establecer una administración pú-
blica más eficiente a través de la medición de 
resultados y el desempeño. Mecanismos que 
fueron propuestos por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico desde 
la década de 1990 con: informes de desem-
peño; objetivos de desempeño; auditorías de 
desempeño; contratos sobre la base de des-
empeño y presupuesto por resultados. Meca-

10 Programa para el Servicio Profesional de Carrera en la 
Administración Pública Federal 2013-2018.

nismos que se han implementado en menor o 
mayor grado en la administración pública de 
México; sin embargo, dichos instrumentos no 
han sido lo suficientemente contundentes para 
lograr incidencia directa para definir el rum-
bo de la estructura institucional, pues se han 
mantenido prácticas de presupuesto inercial, 
contratación de personal de manera discrecio-
nal y resultados de fiscalización sin que exista 
una incidencia para la modificación inmediata 
de conductas o hechos dañinos para el cumpli-
miento de objetivos en la administración pú-
blica. 

Algunos análisis, como el de Luis Arturo Rivas 
Tovar, en su investigación Diagnóstico del sis-
tema profesional de carrera y certificación de 
competencias gerenciales de los servidores pú-
blicos en México,11 refiere que el Servicio Pro-
fesional de Carrera ha sido muy productivo en 
la mayoría de los países de la Unión Europea, 
con lo cual los servidores públicos han logrado 
generar una gran legitimidad social, ya que son 
considerados los brazos ejecutores del Estado 
y los agentes públicos que guían sus actos por 
la neutralidad y la responsabilidad ante la Ley.

La investigación de Luis Arturo Rivas Tovar re-
fiere que estudiar “los modelos tanto en Méxi-
co como en el ámbito internacional permite 
sugerir una tipología de modelos de servicio 
civil que pueden ser resumidos en tres tipos. 

 Los modelos evolucionados de botín, 
donde existe ausencia de disposiciones 
legales o voluntad para acatarlos; distri-
bución vertical de las posiciones políticas 
o administrativas; institucionalización de 
prácticas viciadas, como nepotismo, au-
toritarismo, recompensas partidistas y 
personalistas. 

 Los modelos de servicio civil incipiente 
o limitados a casos concretos, donde 

11 Luis Arturo Rivas Tovar, Diagnóstico del sistema profe-
sional de carrera y certificación de competencias geren-
ciales de los servidores públicos en México, 2013, El Sevier 
Doyma. Estudios gerenciales. Disponible en: [http://www.
redalyc.org/pdf/212/21230026005.pdf] (consulta: 30 de 
agosto de 2018).
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existen lineamientos generales y una es-
tructura central supervisora; hay requisi-
tos de ingreso y ascenso que tienden a 
la profesionalización del personal; existe 
insuficiencia de recursos y persistencia 
de intereses particulares que pervierten 
parcialmente el sistema. 

 Los modelos de servicio civil ortodoxos, 
donde existe centralización de normas y 
políticas, el ingreso se hace por rigurosa 
selección; hay una estricta profesionali-
zación del personal, los ascensos se ha-
cen previa capacitación y examen, y se 
tiene acceso a los niveles técnicos admi-
nistrativos más elevados (generalmente, 
hasta director general).12

En México, la Ley del servicio profesional de 
carrera en la administración pública federal,13 
que entró en vigor en 2006 estableció, en su 
artículo primero,
 

[...] las bases para la organización, funciona-
miento y desarrollo del Sistema de Servicio Pro-
fesional de Carrera en las dependencias de la 
Administración Pública Federal Centralizada; y 
en su artículo segundo, que el SPC sería un me-
canismo para garantizar la igualdad de oportu-
nidades en el acceso a la función pública con 
base en el mérito y con el fin de impulsar el 
desarrollo de la función pública para beneficio 
de la sociedad.

 
Principios que hasta la fecha se encuentran muy 
lejos de su cumplimiento, pues lamentable-
mente los servidores públicos que han logrado 
obtener un cargo a través de un concurso de 
oposición no cuentan con garantías de perma-
nencia o estabilidad laboral, por lo que persis-
te una práctica discrecional de puestos, o en el 
peor de los casos, se han empleado los modelos 
de SPC para establecer y consolidar grupos de 
poder político al interior de las instituciones. 

Como ejemplo de estas prácticas es posible 
citar las investigaciones realizadas por orga-

12 Ibidem. 
13 Ibidem. 

nizaciones de la sociedad civil, académicos e 
investigadores como son: 

 Roberto Borrego Estrada, Estudio sobre 
redes familiares y clientelares en el Con-
sejo de la Judicatura Federal, Instituto 
de investigaciones Jurídicas, UNAM, 2017. 
Disponible en: [file:///C:/Users/Usuario/
Downloads/12316-15621-2-PB.pdf] (con-
sulta: 30 de agosto de 2018).

 Julio Ríos Figueroa, El déficit meritocráti-
co. Nepotismo y redes familiares en el Po-
der Judicial de la Federación, Mexicanos 
contra la Corrupción y la Impunidad A.C. 
Disponible en: [https://nepotismo.con-
tralacorrupcion.mx/] (fecha de consulta: 
30 de agosto de 2018).

Comentarios finales
La instauración de un Servicio Profesional de 
Carrera es un elemento fundamental para la 
profesionalización del servicio público; sin em-
bargo, representa sólo un elemento dentro de 
una serie de acciones paralelas y sincronizadas 
para lograr mayor eficiencia, eficacia, transpa-
rencia, equidad de oportunidades y profesio-
nalismo. 

Para lograrlo, será necesario generar las condi-
ciones de voluntad política para alcanzar acuer-
dos que puedan traducirse en el fortalecimiento 
y perfeccionamiento de las leyes y normas vigen-
tes para accionar sinergias institucionales que 
den paso a una nueva generación de servidores 
públicos que construyan instituciones sólidas, 
eficientes, confiables y a costos razonables. 
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La rendición de cuentas es vital para una 
sana relación entre el gobierno y la so-
ciedad. Informarnos acerca de cómo se 
manejan las dependencias de gobierno 
pareciera que es trivial, pero no es así. 
Los ciudadanos deben saber sobre los 
programas del gobierno y el adecuado 
uso de los recursos económicos, más 
cuando el interés es sobre los recursos 
naturales y las políticas públicas en ma-
teria ambiental. 

La pregunta ¿para qué ordenar el territo-
rio?, no tiene una respuesta sencilla; para 
ello se requiere estar bien informado y 
conocer las estrategias de planeación y 
ordenamiento del desarrollo en México. 

Existen desafíos a resolver a fin de que el 
ciudadano tenga conocimiento y manejo 
de datos abiertos. El reto es alcanzar el 
uso adecuado de las herramientas tec-
nológicas que nos permitan acceder a la 
información. El debate que aquí se señala 
consiste en resolver la participación ciu-
dadana y el tema de vigilancia ambiental 
como un sistema de transparencia y par-
ticipación ciudadana.

Introducción

La actual era de la administración pública 
ha generado un nuevo esquema en cuanto 
a la forma en que funciona el gobierno.Se 

ha llamado gobierno abierto a los nuevos enfo-
ques que permiten incorporar de manera más 
efectiva la participación del ciudadano en los 
programas y toma de decisiones de la gestión 
pública; es decir, se ha empoderado a los ciuda-
danos mediante instrumentos como el acceso a 
la información pública, informes, rendición de 
cuentas y acciones de fiscalización, entre otros. 
En conjunto, la suma de las funciones de dichas 
acciones brinda certeza en cuanto al desempe-
ño y desarrollo de las instituciones, al tiempo 
que aumenta la confianza en la administración 
pública en diferentes ámbitos.

Sin embargo, existen todavía algunas fallas en 
el proceso de la modernidad administrativa 
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sobre el acceso a la información, como datos 
erróneos o falsos, información a medias, tar-
danza en la entrega, exceso de reserva de con-
tenidos, lo cual dificulta la gestión ciudadana y 
el conocimiento de la situación real de un tema 
o problema. Esta opacidad resulta preocupante 
cuando las consecuencias impactan en el sec-
tor salud, el medio ambiente o el cuidado del 
agua, ya que tiene consecuencias en la pobla-
ción y los ecosistemas. Por ello es importante 
conocer y poder abordar los problemas en la 
nueva estrategia del gobierno abierto, particu-
larmente en las instituciones vinculadas con el 
sector salud o ambiental, como la Secretaría de 
Salud, Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano (Sedatu), Secretaría del Medio Ambien-
te y Recursos Naturales (Semarnat), Comisión 
Nacional del Agua (Conagua), entre otras.

Al respecto, en México se ha establecido un mar-
co normativo para el desarrollo de alternativas 
para un gobierno abierto basado en la opera-
ción intensiva de las tecnologías de la informa-
ción y comunicación emitida por la Ley Federal 
de Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, misma que entró en vigor en junio de 
2002. Con esta acción el gobierno buscó rom-
per barreras geográficas y hacer más inclusiva 
la participación ciudadana y facilitar el acceso a 
la información gubernamental, fundamento del 
acceso a la información.

El acceso a la información en México está ga-
rantizada en el artículo 6o de la  Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y re-
fiere que “toda persona tiene derecho al libre 
acceso a información plural y oportuna, así 
como a buscar, recibir y difundir información 
e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión”.1 Por tanto, la Carta Magna estable-
ce la obligación del Estado para que, por me-
dio de las tecnologías modernas, se brinde por 

1 Cámara de Diputados, Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, julio de 2018. Disponible en: http://
www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_150917.pdf 
(consulta: 9 de julio de 2018).

todos los medios posibles la máxima difusión 
de la información pública, además de señalar 
qué organismos y bajo qué circunstancias se 
puede acceder a sus contenidos.

Este mecanismo legal también se fortalece con 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública emitida en mayo de 2016, la 
cual pretende: proveer lo necesario en el ámbi-
to federal para garantizar el derecho de acceso 
a la información pública en posesión de cual-
quier autoridad, entidad, órgano y organismo 
de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, 
órganos autónomos, partidos políticos, fideico-
misos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicato que reciba y 
ejerza recursos públicos federales o realice ac-
tos de autoridad, en los términos previstos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.

En materia ambiental se manifiesta la obligación 
de la transparencia común para el caso de las 
entidades federativas, en el capítulo II fracción 
XXVIII tanto en el inciso a) que se refiere a las li-
citaciones públicas o procedimientos de invi-
tación restringida, como en el inciso b) de las 
adjudicaciones directas numeral ocho, los me-
canismos de vigilancia y supervisión, incluyen-
do, en su caso, los estudios de impacto urbano 
y ambiental.2

No menos importante es la Ley Federal de Pro-
tección de Datos Personales en Posesión de los 
Particulares, emitida en julio de 2010, que cui-
da la información de la población frente a la 
difusión de datos.

Ordenamiento territorial 
y transparencia
Dado el escenario que se plantea, lo ideal es 
pensar en el desarrollo y crecimiento planifi-
cado como referencia del ordenamiento eco-

2 Cámara de Diputados, Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, julio de 2018. Disponi-
ble en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/
LFTAIP_270117.pdf (consulta: 9 de julio de 2018).
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lógico que es un “instrumento de la política 
ambiental que se concibe como un proceso de 
planeación cuyo objetivo es encontrar un pa-
trón de ocupación del territorio que maximice 
el consenso y minimice el conflicto entre los 
diferentes sectores sociales y las autoridades 
en una región”.3 

Por su parte, la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente establece en 
su artículo tercero, fracción XXIV, que el ordena-
miento ecológico es [...] el instrumento de polí-
tica ambiental cuyo objeto es regular o inducir 
el uso del suelo y las actividades productivas, 
con el fin de lograr la protección del medio am-
biente y la preservación y el aprovechamiento 
sustentable de los recursos naturales, a partir 
del análisis de las tendencias de deterioro y 
las potencialidades de aprovechamiento de los 
mismos.

En este sentido el marco normativo establece 
cuatro modalidades del ordenamiento ecológi-
co: general, marino, regional y local, conside-
rando la competencia de los tres órdenes de 
gobierno, así como los alcances de acuerdo 
con el área territorial de aplicación; su imple-
mentación se debe dar en el contexto del terri-
torio nacional, los estados y los municipios, lo 
que podrá permitir una adecuada gestión de 
los recursos naturales y un sistema de planea-
ción del territorio que sea satisfactorio en la 
estrategia de un adecuado desarrollo susten-
table.

Esto con el fin de ir construyendo en términos 
de estructura, funcionamiento, imagen y evo-
lución un crecimiento ordenado y sustentable.
Se trata de una función básica de planeación 
para la construcción de un sistema que permita 
atender y resolver los conflictos entre factores 
sociales, económicos y ambientales de un ho-
rizonte temporal y largo plazo, donde tan im-
portante es “lo que se debe hacer” como lo que 
“no se debe hacer” y donde lo trascendental es 

3 Disponible en: https://www.gob.mx/semarnat/acciones-
y-programas/ordenamiento-ecologico  (consulta: 9 de julio 
de 2018).

resolver los problemas actuales para prevenir 
escenarios de conflicto potenciales.

Sin embargo, a pesar de existir el marco jurí-
dico sobre el tema, se tienen rezagos en la im-
plementación del ordenamiento ecológico en 
algunos estados, como el caso de San Luis Po-
tosí, que aún no cuenta con este instrumento 
de planeación y ordenamiento de su territorio.4 

Lo cual toma particular relevancia, consideran-
do que se han autorizado por parte del gobier-
no federal actividades de perforación de pozos 
petroleros en los municipios de Ébano, Tanlajas 
y Tamuín, ubicados en la Huasteca Potosina, y 
que estas actividades de perforación permiten 
el uso de la tecnología llamada fracking, lo que 
es contrario al actual uso de suelo de esa re-
gión, que es preferentemente agropecuario.5 

Otro caso muy sonado fue el que se presentó 
en enero de 2016, cuando en redes sociales 
comenzó a circular la noticia de que el manglar 
de Tajamar, en Cancún, había sido destruido 
para construir un complejo turístico. Las obras 
comenzaron de madrugada, con el resguardo 
de granaderos de la policía.

La devastación fue muy grande, se trató de 57 
hectáreas de manglar, hogar de cocodrilos, 
iguanas, aves y serpientes, cuyos beneficios 
ambientales, sociales y económicos lo hacían 
"insustituible". Se documentó que cientos de 
animales habían sido enterrados vivos.
 
Greenpeace exigió a las autoridades federales 
y estatales detener estas obras que atentan 
contra el ecosistema, hasta que no se resuel-
van y transparenten los procesos y los recursos 
interpuestos por la sociedad civil.

En junio de 2017, el fallo del tercer tribunal 
colegiado del vigésimo séptimo circuito obli-

4 Disponible en: Subsistema de Información sobre el Ordena-
miento Ecológico, http://gisviewer.semarnat.gob.mx/aplica-
ciones/uga_oe/# (consulta: 10 de agosto de 2018).
5 Disponible en: http://planoinformativo.com/606024/rea-
lizaran-manifestacion-contra-fracking-en-la-huasteca-slp (pu-
blicado el 5 de agosto de 2018).
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gó a la autoridad ambiental a no emitir ningún 
nuevo permiso y a restaurar la zona afectada.

En otros estados se ha permitido un crecimien-
to y desarrollo urbano desordenado, pro yectos 
industriales en sitios no apropiados, entre otros 
ejemplos, lo cual refleja la falta de compromiso 
por parte de las autoridades de los tres niveles 
de gobierno, de utilizar el ordenamiento ecoló-
gico como un instrumento de planeación en la 
estrategia de la sustentabilidad. 

Bajo este esquema la participación ciudadana 
debe ser un actor clave en la política de trans-
parencia y acceso a la información en el sec-
tor ambiental, ya que genera las capacidades 
necesarias no sólo para solicitar información 
sino para vigilar el cumplimiento de la política 
pública, inclusive coadyuvar y evaluar el papel 
del gobierno. Es necesario vincularse con las 
acciones, proyectos y programas que promue-
van un medio ambiente sano y equilibrado.

Otro indicio es el acelerado crecimiento pobla-
cional que en los últimos años ha tenido el país 
y se especula que “para el 2030, México será el 
noveno país con el mayor número de poblado-
res en el mundo, pues actualmente ocupa el lu-
gar 11, y este aumento ya puede considerarse 
como grave”.6

El crecimiento de la población va más rápido que 
el producto interno bruto (PIB), y ello tiene conse-
cuencias económicas y sociales, de igual manera 
en la demanda y producción de alimentos.

De acuerdo con el Sistema de Cuentas Econó-
micas y Ecológicas del INEGI, los costos totales 
por agotamiento y degradación de los recursos 
naturales representan 4.6% del PIB en México. 
De ese total, 13.6% corresponde al agotamien-
to, que comprende bienes como hidrocarbu-
ros, agua subterránea y recursos forestales, 
mientras que la degradación abarcó 86.4%, in-
tegrando aspectos como emisiones a la atmós-
fera (provenientes de fuentes móviles, de área 

6 Disponible en: http://www.un.org/es/sections/issues-dep-
th/population/index.html, (consulta: 5 de agosto de 2018).

y fijas), degradación del suelo, residuos sólidos 
y contaminación del agua.

Asimismo, en 2016 únicamente 0.7% del PIB se 
destinó a gastos de protección ambiental, ci-
fra alarmante al considerar que dentro de ese 
renglón deberá considerarse la mitigación de 
impactos de carácter acumulativo, sinérgicos, 
residuales y relevantes.

Comentarios finales
En el tema de la transparencia y acceso a la infor-
mación es importante fortalecer la participación 
ciudadana, además de implementar mecanis-
mos que permitan dar mayor difusión para co-
nocer las leyes que hay al respecto y tener en 
claro su adecuada interpretación y aplicación, 
lo cual permitirá un verdadero empoderamien-
to de los ciudadanos y puedan participar en los 
programas de gobierno y en la toma de deci-
siones.
 
Por otra parte, son varios los factores que alte-
ran y degradan nuestros ecosistemas, así como 
la naturaleza, la contaminación, la pérdida de 
la biodiversidad y desertización de los suelos, 
entre otros. 

Por ello, la implementación de los Ordena-
mientos Ecológicos es un instrumento de ley 
que debe ser usado en una adecuada estrate-
gia para el desarrollo sustentable y el forta-
lecimien to de la política ambiental, así como 
las acciones de una adecuada planeación que 
permita el equilibrio entre el desarrollo y cui-
dado de los recursos naturales.
 
Se debe pensar en la integración de grupos 
sociales que estén mejor informados, median-
te el uso adecuado de las herramientas de la 
informática y los mecanismos definidos en el 
acceso a la información, lo que permitirá una 
mayor participación en las acciones y progra-
mas, con particular atención en el cumplimien-
to de la normatividad ambiental.

Aún hay mucho por hacer y aunque se tienen 
avances importantes, todavía hay que mejorar 
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las reglas establecidas. Estamos en un mo-
mento de transición y se tiene que pensar en 
un sistema congruente e integral tanto en la 
transparencia y acceso a la información como 

en el fortalecimiento de la política ambiental, 
teniendo como resultado una sociedad mejor 
informada y más participativa.
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La rendición de cuantas, transparencia y 
acceso a la información han sido materia 
que ha mejorado la gobernanza mundial 
en los últimos años y en México no ha 
sido la excepción. Ejemplo del interés 
en la administración pública han sido las 
reformas estructurales que se han im-
plementado desde 2013 y que ha fortale-
cido las obligaciones de las instituciones 
de gobierno. El presente ensayo refiere 
estos cambios en instituciones del Poder 
Legislativo como la Cámara de Diputa-
dos, el Senado de la República y algunos 
congresos de las entidades federativas, 
en un ejercicio de gobierno abierto. 

Introducción 

El gobierno abierto es un concepto que 
define los avances de la administración 
pública en materia como transparencia, 

rendición de cuentas, acceso a la información, 
o datos abiertos. Es un avance social que per-
mite mayor confianza al ciudadano en sus ins-
tituciones, al tiempo de fortalecer la máxima 
apertura a la información gubernamental. De 
acuerdo con Álvaro Ramírez Alujas:

El gobierno abierto surge como un nuevo pa-
radigma y modelo de relación entre los go-
bernantes, las administraciones y la sociedad: 
transparente, multidireccional, colaborativo y 
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orientado a la participación de los ciudadanos 
tanto en el seguimiento como en la toma de de-
cisiones públicas, a partir de cuya plataforma o 
espacio de acción es posible catalizar, articular 
y crear valor público desde y más allá de las 
fronteras de las burocracias estatales.1

Otra definición de gobierno abierto es señala-
da por Rita Grandineti y 

[...] tiene que ver con nuevos sustratos ideológi-
cos y transformación de las relaciones Estado–
sociedad civil para una ampliación democrática, 
que en un proceso dinámico y sinérgico dé res-
puestas de valor a la sociedad; resulta innega-
ble que la innovación está llamada a asumir el 
protagonismo en los procesos para su instaura-
ción, ya que se trata de un vuelco sustantivo en 
las nociones tradicionales de gobierno.2 

Es decir, el gobierno abierto debe acercar a la 
ciudadanía con el ejercicio de las acciones, lo 
que mejora la gobernanza y la confianza en las 
relaciones entre sociedad y servidores públi-
cos, en el caso de este ensayo, los legisladores, 
ya sean estatales, diputados federales o sena-
dores de la república.

México está en un cambio constante hacia 
la transparencia y la rendición de cuentas de 
una forma más especializada y con un cambio 
positivo en la población. De acuerdo con Ós-
car Guerra Ford “la reforma constitucional de 
transparencia y acceso a la información tiene 
el propósito de generar un entramado norma-
tivo e institucional para encaminarnos hacia un 
régimen de transparencia y rendición de cuen-
tas, además de coadyuvar en el combate a la 
corrupción”.3 Por tanto, los efectos de estos 
cambios están presentes en las tres divisiones 

1 Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL). Qué es el gobierno abierto. CEPAL. Disponible en: 
https://biblioguias.cepal.org/EstadoAbierto/concepto 
(consulta: 7 de agosto de 2018).
2 Rita Grandineti, “De la innovación en el gobierno, más allá, 
y más acá, del Gobierno Abierto”, Revista Estado Abierto, 
Grupo de Innovación Pública, GEIP/Instituto de Investigacio-
nes, FCPYRRII. UNR. Argentina, 2018. p. 2.
3 Óscar Guerra Ford, presentación en el foro “Balance de la 
reforma en materia de transparencia y acceso a la informa-
ción”, Senado de la República, 7 de agosto de 2018. 

de gobierno, por lo que el Poder Legislativo tie-
ne una gran responsabilidad de apertura ins-
titucional hacia el open goverment, con todos 
sus elementos característicos.

Asimismo, la corrupción le cuesta a México al-
rededor de 9% del producto interno bruto (PIB) 
“que equivale a más de 1.5 millones de pesos 
anuales”.4 Por lo que los congresos deben forta-
lecer los mecanismos de transparencia y rendi-
ción de cuentas a fin de fortalecer su confianza 
ciudadana, la cual es baja de acuerdo con dife-
rentes sondeos. Ejemplo de ello es el estudio 
México, confianza en las instituciones 2017 
realizado por Consulta Mitofsky, en donde los 
senadores y diputados recibieron una califica-
ción reprobatoria por parte de la ciudadanía, al 
sumar 4.8 y 4.6, respectivamente, en una escala 
de 0 a 10, por lo que ocuparon los nada honro-
sos lugares 14 y 16 de 17 actores evaluados. La 
publicación refiere que “la mayor caída la sufre 
el INE que pasa de categoría media a baja, pero 
también senadores, diputados y partidos políti-
cos que siguen en la última posición”.5 

Por lo que es necesario implementar medi-
das de innovación al sector público a fin de 
brindar servicios a la población con calidad y 
empeño, e introducir “cambios significativos o 
novedades que transformen los servicios pú-
blicos con objeto de lograr mayor eficiencia, 
incrementar la aportación de valor al entorno 
y satisfacer las necesidades de la ciudadanía, 
la organización y la sociedad en general”;6 tal 
como lo refiere un estudio publicado por la 
diputación de Castello. 

4  Ídem. 
5 Consulta Mitofsky, México, confianza en las instituciones 
2017. Disponible en: http://consulta.mx/index.php/estu-
dios-e-investigaciones/mexico-opina/item/1003-mexico-
confianza-en-instituciones-2017 (consulta: 8 de agosto de 
2018).
6 J. V., García Manjón, &  J. A., Rodríguez Escobar, “Defendien-
do la innovación. En Introducción a la innovación en la admi-
nistración pública: visiones para una administración pública 
innovadora. Oleiros: Netbiblo, 2013, p. 8. Recuperado a partir 
de: http://www.libreriavirtuali.com/#!inicio/c16az/!/Introduc-
ción-a-la-innovaciónen-la-Administración-Pública-Visiones-
para-una-Administración-Públicainnovadora/p/55680077/
category=14802082 (consulta: 8 de agosto de 2018).
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El presente artículo incluye un avance en la revi-
sión de los mecanismos de transparencia y ren-
dición de cuentas en el Senado de la República, 
la Cámara de Diputados y algunos congresos 
estatales seleccionados, como un ejercicio de 
gobierno abierto de cara a la transición entre 
la LXIII y la LXIV legislaturas del Congreso de la 
Unión. 

Transparencia y rendición 
de cuentas en el Senado 
de la República 
El Senado de la República tiene varias obliga-
ciones de transparencia las cuales son llevadas 
a cabo por la Secretaría General de Servicios 
Parlamentarios en los periodos ordinarios, 
mientras que en los recesos las comisiones de 
Trabajo de la Comisión Permanente son las en-
cargadas de cumplir estos requerimientos. La 
información que se difunde en cada una puede 
verse en el Cuadro 1.

Las tecnologías de la información han sido he-
rramientas importantes para que el Senado de 
la República, en un esquema de gobierno abier-
to, pueda rendir cuentas de las actividades de 
sus representantes mediante la transparencia. 
En ese sentido algunos expertos proponen que 
“se debe identificar el rol del sector público en 
el desarrollo de nuevos sectores de alta tec-
nología, considerando por supuesto el papel 
que puede tener Big Data, así como las posi-
bilidades de impulsarlo de manera eficiente 
en México y, particularmente para el análisis 
legislativo”.7 Por lo que se deben utilizar todas 
las alternativas a fin de dar una máxima difu-
sión a las actividades internas.

Si bien se han presentado avances en el acceso 
a la información y transparencia en la Cáma-
ra alta de México como las actividades de las 
y los senadores en el Pleno y las comisiones, 

7 Érika Tapia Nava, “El uso del Big Data en los estudios de opi-
nión pública” (Cuaderno de Investigación núm. 46), Institu-
to Belisario Domínguez del Senado de la República, México, 
agosto de 2018, p. 33. Disponible en: http://bibliodigita-
libd.senado.gob.mx/bitstream/handle/123456789/4066/
CI_46.pdf?sequence=1&isAllowed=y (consulta: 13 de agos-
to de 2018).

votaciones, inasistencias, comisiones a las que 
pertenecen, datos de contacto, entre otros, no 
toda la información está presente como datos 
abiertos y hay que recurrir a la solicitud de ac-
ceso para conseguir informes específicos, que, 
si bien es público, no se muestra en la página 
de internet de la institución.

 Un problema detectado en el acceso a transpa-
rencia en la página de internet del Senado de la 
República es que hay que ir a dos accesos a fin 
de ingresar a la información obligada, cuando 
lo mejor sería tener un acceso directo desde el 
inicio del portal, tal como se puede apreciar en 
la Imagen 1.

Es decir, el acceso a la información pública 
debe ser ágil y de fácil consulta, a fin de que 
los usuarios puedan obtener en el menor tiem-
po y con la máxima calidad la información de-
seada.

A diferencia de los recursos en la página de in-
ternet de la Cámara de Diputados, el Senado de 
la República no tiene accesos directos desde su 
portal de inicio a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos o las leyes federales. 
Pese a ello sí tiene un enlace en la parte inferior 
acerca de los tratados internacionales firmados 
por México.

El órgano técnico de transparencia en el Sena-
do de la República tiene la facilidad de utili-
zar la plataforma de Infomex a fin de que los 
usuarios puedan realizar solicitudes de acceso 
a la información, esto como resultado de “la 
firma de convenio con el IFAI, a partir del 12 de 
septiembre de 2013 el Senado de la República 
recibe las solicitudes de información a partir 
del sistema Infomex”,8 lo cual da cumplimiento 
a lo estipulado en la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública y en el acuerdo 
parlamentario para la aplicación de la Ley Fede-

8 Órgano técnico de transparencia en el Senado de la Repú-
blica. Disponible en: http://transparencia.senado.gob.mx/ 
(consulta: 14 de agosto de 2018).
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Cuadro 1. Obligaciones de transparencia en el Senado de la República

Obligaciones de transparencia 
de la Secretaría General de Servicios 
Parlamentarios

Marco Normativo

• Servicios que ofrece el sujeto obligado
• Trámites que se realizan
• Recomendaciones emitidas por la Comisión Nacional de Derechos Humanos
• Casos especiales emitidos por la CNDH u otros organismos
• Recomendaciones emitidas por organismos internacionales
• Catálogo de disposición documental y guía simple de archivos
• Actas del Consejo Consultivo
• Opiniones y recomendaciones del Consejo Consultivo
• Gaceta Parlamentaria
• Orden del día
• Diario de los Debates
• Versión estenográfi ca de la sesión.
• La asistencia de sesiones del Pleno
• Iniciativas de ley o decreto y puntos de acuerdo
• Leyes, decretos, acuerdos
• Actas en el Pleno
• Lista de asistencia a la sesión
• Acuerdos en el Pleno
• Listas de votaciones nominales en el Pleno
• Votos particulares y reservas.
• Resoluciones de juicios políticos y declaraciones de procedencia
• Audiencias públicas y comparecencias convocadas
• Padrón de cabilderos

Obligaciones de transparencia del segundo 
receso de las comisiones de trabajo 
de la Comisión Permanente

• Versiones estenográfi cas
• Listas de asistencia
• Convocatorias
• Acta de la sesión
• Lista de asistencia a la sesión
• Acuerdos
• Listas de votación
• Audiencias públicas y comparecencias
• Personal contratado por honorarios
• Informes trimestrales de gastos

Fuente: Página de internet de transparencia del Senado de la República. Disponible en: http://infosen.senado.gob.mx/
formatos_INAI-INFOSEN/ (consulta: 10 de agosto de 2018).
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ral de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental en la Cámara de Sena-
dores.
 
Asimismo, la Cámara alta cuenta con el Comi-
té de Garantía de Acceso y Transparencia de 
la Información, que es el área correspondien-
te de difundir la información generada en la 
institución en carácter de “órgano garante, es-
pecializado e imparcial, dotado de autonomía 
operativa y de gestión, responsable de coordi-
nar y supervisar el adecuado cumplimiento de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental en la Cá-
mara de Senadores”.9 Una ventaja de dicha ins-
tancia es que está conformada por un senador 
de cada grupo parlamentario, por lo que será 
renovada al inicio de la LXIV Legislatura.

Si bien el Senado de la República ha realiza-
do esfuerzos para promover estas acciones 
de gobierno abierto en la población, con he-
chos como los mencionados o la “semana de 
la transparencia”, hay desafíos a resolver en el 
futuro. Ejemplo de esto es que 

[...] el proceso legislativo en el Senado cumplió 
con las condiciones ideales: fue abierto, plural 

9 Senado de la República, Comité de Garantía de Acceso 
y Transparencia de la Información. Disponible en: http://
www.senado.gob.mx/comisiones/cogati/ (consulta: 15 de 
agosto de 2018).

e incluyente. En la Cámara de Diputados no fue 
así. Una lección aprendida, para todas las par-
tes involucradas, tendría que ser que sí puede 
haber participación directa de quienes tienen el 
conocimiento empírico sobre los asuntos que 
se legislan.10 

Por lo que en la próxima legislatura existirá la 
necesidad de realizar ajustes que permitan una 
mejor transparencia, acceso a la información y 
rendición de cuentas.
 
Tra nsparencia y rendición 
de cuentas en la Cámara 
de Diputados
La Cámara de Diputados también se ha esme-
rado en torno a la transparencia, con la carac-
terística de que dentro de sus funciones cuenta 
con los servicios de la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF), el cual, como órgano técnico 
especializado y autónomo: 

[...] se encarga de fiscalizar el uso de los re-
cursos públicos federales en los tres poderes 
de la unión; los órganos constitucionales autó-
nomos; los estados y municipios; y en general 
cualquier entidad, persona física o moral, pú-
blica o privada que haya captado, recaudado, 

10 Guillermo Ávila, “¿Cuáles son los retos para la transpa-
rencia y acceso a la información, con la aprobación de la 
reforma constitucional en la materia?”, Café Político. Dispo-
nible en: http://mx.boell.org/sites/default/files/retospara-
latransparencia.pdf (consulta: 16 de agosto de 2018).

Tomado de: página de internet del Senado de la República. Disponible en: http://www.senado.gob.mx/index.php (fecha de 
consulta: 13 de agosto de 2018).

Imagen 1
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administrado, manejado o ejercido recursos pú-
blicos federales. El resultado final de la labor de 
la ASF son los informes individuales de auditoría 
y el informe general ejecutivo del resultado de 
la fiscalización superior de la cuenta pública.11 

La gestión de la ASF permitió generar innova-
ciones en la rendición de cuentas debido a 
la difusión de sus estudios y análisis, lo que 
ha contribuido al combate a la corrupción y 
transparencia al incluir mecanismos como el 
Sistema Público de Consultas de Auditorías, 
Participación Ciudadana, la Plataforma Nacio-
nal de Transparencia (PNT), el Sistema Nacional 
de Transparencia, y el Control Interno, admi-
nistración de riesgos y promoción de la inte-
gridad. En conjunto, estas innovaciones han 
permitido una mejor gobernanza entre las ins-
tituciones y dependencias que conforman la 
Cámara de Diputados con toda la población en 
general, y con organismos de la sociedad civil 
y medios de comunicación de forma particular.

El trabajo realizado por la ASF cuenta con el 
respaldo de la Unidad de Evaluación y Control 
(UEC) de la Cámara de Diputados, al vigilar las 
actividades de la auditoría, con medidas tales 
como informes anuales, opiniones, solicitudes 
y denuncias del funcionamiento de los encar-
gos institucionales en materia de fiscalización 
que realiza la ASF,12 por lo que esta dependen-
cia rinde cuentas e informes a otros órganos.

Por su parte, la Cámara de Diputados realiza 
diferentes acciones de gobierno abierto, en 
ejercicio de la transparencia y acceso a la in-
formación pública, como difusión de convoca-
torias públicas, normatividad, leyes federales, 
proceso presupuestal, reformas constituciona-
les, Diario de Debates, Gaceta Parlamentaria, 
reformas constitucionales, entre otros.

11 Auditoría Superior de la Federación (ASF), Acerca de la ASF. 
Disponible en: https://www.asf.gob.mx/Section/45_Acer-
ca_de_la_ASF (consulta: 16 de agosto de 2018).
12 Cámara de Diputados, Unidad de Evaluación y Control 
de la Comisión de Vigilancia. Disponible en: http://www3.
diputados.gob.mx/camara/001_diputados/008_comisio-
neslx/001_ordinarias/042_vigilancia_de_la_auditoria_su-
perior_de_la_federacion/012_unidad_de_evaluacion_y_
control (consulta: 16 de agosto de 2018).

Una ventaja que tiene la Cámara de Diputados 
a través de su portal de internet es la facilidad 
de acceder a la sección de transparencia con 
un solo click, ubicado en el cintillo principal. 
En esta opción el usuario puede consultar la in-
formación básica de transparencia, la situación 
financiera de la institución, los servicios que 
ofrece, datos de adquisiciones del Congreso, 
directorio, buzón de quejas y sugerencias o si-
tuación de los proveedores.13

Mención especial merecen en esta sección los 
accesos al trabajo legislativo, conformado por 
la Gaceta Parlamentaria, Diario de Debates, bi-
tácora de asistencias en el Pleno, sentido del 
voto de los diputados, dictámenes, iniciativas 
y puntos de acuerdo, actas de sesiones, acuer-
dos, órganos de gobierno e informes.14 

Dicha información es el quehacer legislativo de 
día a día, y son todos los datos mínimos que 
la población espera conocer de sus represen-
tantes.

Finalmente, como ejercicio de gobierno abier-
to, la Cámara baja ofrece información directa 
de convenios firmados —entre ellos con el Ban-
co Mundial—, boletines informativos, carac-
terísticas del servicio social, información del 
sindicato, reglamentación en materia de pro-
tección civil, capacitación, relaciones laborales 
o las remuneraciones de los servidores públi-
cos adscritos a la dependencia.

Pese a las acciones emprendidas por la Cámara 
de Diputados para fortalecer su mecánica de 
transparencia y rendición de cuentas, aún hay 
muchos pendientes por realizar. Algunos espe-
cialistas afirman que de “conformidad con el 
principio de máxima publicidad de la informa-
ción, un listado de transparencia de la infor-
mación parlamentaria de oficio debería incluir, 
entre otros:

13 Portal de transparencia de la Cámara de Diputados, LXIII Le-
gislatura. Disponible en: http://www5.diputados.gob.mx/
index.php/Transparencia (consulta: 17 de agosto de 2018).
14 Ídem. 
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Negociaciones políticas;
disposiciones, acciones y medidas administra-
tivas;
tareas legislativas, incluida la información de 
las que dejan de hacerse;
actas del trabajo deliberativo;
 reuniones de trabajo de comisiones, subco-
misiones, comisiones especiales o de investiga-
ción; y
trabajos de gabinete y de campo de los legis-
ladores.15 

En tanto, Transparencia Mexicana señaló en su 
estudio Congresos abiertos, democracias efec-
tivas: diagnóstico de Parlamento Abierto 2017, 
que la Cámara de Diputados obtuvo, de una es-
cala del 1 al 100%, las siguientes calificaciones 
respecto a rubros evaluados: derecho a la infor-
mación, 100%; participación ciudadana y rendi-
ción de cuentas, 54%; información parlamentaria, 
71%; información presupuestal y administrativa, 
50%; información sobre legisladores y servidores 
públicos, 50%; información histórica, 100%; datos 
abiertos y software libre, 0%; accesibilidad y di-
fusión, 67%; y conflicto de intereses, 57%.16 Este 
análisis constituye una evaluación de los aspec-
tos que puede mejorar la Cámara baja en materia 
de gobierno abierto.
 
Transparencia y rendición 
de cuentas en congresos 
de las entidades federativas 
seleccionadas
El gobierno abierto no es un ejercicio exclusivo 
de dependencias federales, sino de cualquier 
órgano de gobierno y la mínima oficina, ya que 
al depender de un presupuesto público, tam-
bién deben ser transparentes en sus activida-
des e informes, por lo que a continuación se 
incluyen algunas ideas acerca de la transpa-

15 Salvador O. Nava Gomar y Javier Miguel Ortiz Flores, 
“Transparencia en el Congreso de la Unión: algunas pro-
puestas. Derecho a saber. Balance y perspectivas cívicas”, 
FUNDAR, p. 108. Disponible en: http://www.fundar.org.
mx/mexico/pdf/pdfsderechoasaber/SEC2Salvador%20
O.%20Nava%20y.pdf (consulta: 15 de agosto de 2018).
16 Transparencia Mexicana, Congresos abiertos, democra-
cias efectivas: diagnóstico de Parlamento Abierto 2017, 
abril de 2018. Disponible en: https://www.tm.org.mx/
diagnosticoapa2017/ (consulta: 20 de agosto de 2018).

rencia y acceso a la información en congresos 
locales.

Ciudad de México
El órgano legislativo local se encuentra en una 
fase de transición, ya que como consecuencia 
de la sustitución del Distrito Federal por la Ciu-
dad de México y la promulgación de la Cons-
titución de la entidad federativa, la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal será en breve 
Congreso de la Ciudad de México, con la insta-
lación de su I Legislatura.

En la VII Legislatura de la Asamblea  Legislati-
va del Distrito Federal se incentivó como parte 
de la imagen institucional el lema “Parlamento 
abierto, la voz de la ciudadanía”, que acompañó 
al logotipo oficial. Pese a las innovaciones de 
los últimos meses, todavía en el último periodo 
de la anterior legislatura (marzo de 2015), los 
mismos legisladores hacían críticas severas en 
los atrasos en materia de transparencia y ren-
dición de cuentas:
 

Gómez del Campo y Llerenas Morales, coincidie-
ron en que el portal de transparencia de la ALDF 
observa diversas omisiones, pues a diferencia de 
la Cámara de Diputados y el Senado, no se publi-
ca la votación de los legisladores respecto a los 
distintos instrumentos legislativos discutidos en 
el pleno y la diputación permanente; la ciudada-
nía no tiene acceso a la lista de asistencia de los 
legisladores, mientras que éstos no son notifica-
dos sobre la respuesta de las distintas instancias 
de gobierno y órganos autónomos a las peticio-
nes realizadas a través de puntos de acuerdo.17

La innovación de acciones en materia de gobier-
no abierto permitió a la ALDF tener algunos avan-
ces en gobierno abierto; sin embargo, el estudio 
realizado por Transparencia Mexicana resaltó 
que este Congreso reprobó en temas como datos 
abiertos y software público (27%), informar sobre 

17 Asamblea Legislativa del Distrito Federal, VI Legislatura, 
Pendientes de la ALDF en materia de transparencia deben 
ser resueltos en este periodo de sesiones, 17 de marzo de 
2015. Disponible en: http://aldf.gob.mx/comsoc-pendien-
tes-aldf-materia-transparencia-deben-ser-resueltos-este-
periodo-sesiones--20904.html (consulta: 22 de agosto de 
2018).
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legisladores y servidores públicos (33%), informa-
ción presupuestal y administrativa (33%), conflic-
to de intereses (43%), información parlamentaria 
(48%) y accesibilidad y difusión (50%).18 Asimis-
mo, la rendición de cuentas obtuvo únicamente 
una puntuación de 62%, por lo que el reto en el 
nuevo Congreso de la Ciudad de México será una 
mejora en cuanto a acceso a la información y ren-
dición de cuentas.

Veracruz
Debido a su población, el Congreso del estado 
de Veracruz es uno de los más numerosos por 
la cantidad de escaños locales, al contar con 
50 legisladores. El portal de internet de la LXIV 
Legislatura de la entidad tiene dos accesos a 
temas de interés ciudadano, tal como informa-
ción legislativa y transparencia. Cabe destacar 
que en el encabezado hay un logo con la leyen-
da “transparencia SUTSPL”, el cual da paso a un 
menú con secciones como: gaceta, comisiones, 
leyes y códigos, sesiones legislativas, comuni-
cados, adquisiciones, parlamento abierto, en-
tre otros.19

No obstante, el estudio de Transparencia Mexi-
cana refirió que el Congreso del estado de Ve-
racruz no cumple con los requerimientos de 
datos abiertos y software público (0%), conflicto 
de intereses (14%) e información presupuestaria 
y administrativa (17%). Además, también salió 
reprobado en rubros como información sobre 
legisladores y servidores públicos (39%), partici-
pación ciudadana y rendición de cuentas (46%) y 
accesibilidad y difusión (50%). Es deseable que 
este recinto también mejore en información par-
lamentaria (62%), legislar a favor del gobierno 
abierto (67%), y derecho a la información (80%).20

Chihuahua
El Congreso del estado de Chihuahua tiene 33 
diputados locales en su LXV Legislatura. En su 

18 Transparencia Mexicana, Congresos abiertos..., op. cit., 
p. 60.
19  H. Congreso del Estado de Veracruz, LXIV Legislatura. Dis-
ponible en: http://www.legisver.gob.mx/ (consulta: 23 de 
agosto de 2018).
20 Transparencia Mexicana, Congresos abiertos..., op. cit., 
p. 106.

cintillo principal contiene el enlace a la sección 
de transparencia, la cual menciona las obliga-
ciones que tiene como sujeto obligado. Asi-
mismo, el portal de internet de dicho Congreso 
presume un premio denominado Ox. Pese a 
señalar la normatividad, los enlaces directos se 
encuentran en la parte de debajo de la página, 
lo cual dificulta su visualización para el público 
usuario.21

Acerca de este Congreso, el estudio de Trans-
parencia Mexicana refiere que el Congreso de 
Chihuahua no cumple con la información pre-
supuestal y administrativa al promediar 17% 
de los requisitos de evaluación. Asimismo, re-
prueba en materias como: conflictos de interés 
(29%) y datos abiertos y software público (36%). 
Mientras que en los demás rubros hay oportu-
nidades de mejora aunque con resultados más 
satisfactorios.22

Estado de México
El Congreso del Estado de México es el más 
numeroso respecto al total de escaños locales 
a escala nacional. Su menú de trasparencia se 
despliega en la parte izquierda de su portal de 
internet, con información de la cantidad de so-
licitudes, datos de diputados, información de 
la Secretaría de Servicios Parlamentarios y da-
tos de las oficinas y responsables del procedi-
miento de acceso a la información.23

 
La evaluación de Transparencia Mexicana re-
flejó que la transparencia en el Congreso 
mexiquense está reprobada en ocho de 10 
elementos analizados (salvo el derecho a la in-
formación y legislar a favor del gobierno abier-
to). Es decir, el acceso a los datos públicos son 
deficientes en temas como conflicto de interés 
(29%), información sobre legisladores y servi-
dores públicos (28%), participación ciudadana 

21 Página de internet del H. Congreso de Chihuahua, LXV Le-
gislatura. Disponible en: http://www.congresochihuahua.
gob.mx/ (consulta: 24 de agosto de 2018).
22 Transparencia Mexicana, Congresos abiertos..., op. cit., 
p. 58.
23 Página de internet del H. Congreso del Estado de Méxi-
co, LIX Legislatura. Disponible en: http://www.cddiputados.
gob.mx/transparencia/  (consulta: 24 de agosto de 2018).
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y rendición de cuentas (23%), accesibilidad y di-
fusión (17%), información parlamentaria (14%), 
información presupuestal y administrativa 
(8%), información histórica (8%) y datos abier-
tos y software público (0%).24

 
Comentarios finales
El gobierno abierto es una nueva forma de 
gobernanza y de asegurar con calidad la ren-
dición de cuentas, acceso a la información pú-

24 Transparencia Mexicana, Congresos abiertos..., op. cit., 
p. 76.

blica, datos abiertos, combate a la corrupción 
y la transparencia.

En las entidades federativas se puede observar 
un grave atraso respecto a lo que ha logrado 
en materia de gobierno abierto el Senado de la 
República y la Cámara de Diputados, por lo que 
es necesaria la adecuación de los congresos lo-
cales en reformas que abonen a la transparen-
cia y rendición de cuentas. 
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I. Introducción
En este documento se explica brevemente el 
desarrollo que ha tenido la transparencia como 
parte de la acción del Estado conforme a un 
contexto administrativo, constitucional y ac-
tualmente desde el ámbito diplomático vincula-
do a la agenda 2030, su evolución pasó de ser 
un principio ético en la administración pública 
a un concepto constitucional en la gestión pú-
blica en el contexto de los derechos humanos, 
para luego sumar el compromiso diplomático.
Se trata de un derecho relativamente nuevo, 
a partir de la conceptualización del derecho a 
la verdad,1 y la regulación de la transparencia 

* Licenciada en derecho por la UNAM. Investigador-asistente 
de la subdirección de Opinión Pública del CESOP. Líneas de in-
vestigación: gestión administrativa parlamentaria, derecho, 
instituciones y procesos legislativos, objetivos de desarrollo 
sostenible de la Agenda 2030; transparencia y rendición de 
cuentas. Correo electrónico: gmorales@cesop.mx 

documental relacionada con el acceso a la in-
formación pública respecto de las acciones —u 
omisiones— de todos los sujetos obligados.2

 
Su desarrollo en un contexto “administrativo” 
puede verse a través del Plan Nacional de De-

1 Gerardo Bernales Rojas, El derecho a la verdad, Chile, Uni-
versidad de Talca.
2 Véase Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública. Artículo 5. La presente Ley es de observancia 
obligatoria para los sujetos obligados y deberá aplicarse 
e interpretarse atendiendo a los principios, definiciones, 
objetivos, bases generales y procedimientos señalados en 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (DOF 9 de mayo de 2016 y 4 de mayo de 2015).

TRANSPARENCIA, RENDICIÓN 
DE CUENTAS Y GESTIÓN PÚBLICA

RETOS DEL CONGRESO ANTE LA AGENDA 2030

Es indispensable que todos los mexicanos, particularmente quienes son depositarios de una responsabili-
dad pública, convengan en que el destino personal y el destino patrio están indisolublemente ligados, que 
el interés particular debe subordinarse al superior interés de la nación que es el verdadero desarrollo que 

incluye el fortalecimiento de nuestra moral ciudadana.
México, Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988.

Guadalupe Morales Núñez*

Lic. Guadalupe Morales Núñez 120

TRANSPARENCIARAN NCIANCIAN
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sarrollo (PND) a partir de 1983, año en que se 
publica la reforma constitucional al artículo 26 
que aprueba el sistema nacional de planeación 
democrática en un documento rector que es 
precisamente el PND, a partir de entonces el Po-
der Ejecutivo asume una función de control y 
vigencia acotada al periodo sexenal. 

Por cuanto al avance constitucional, se presen-
ta una breve referencia del proceso legislativo, 
que da paso al nuevo marco legal de transpa-
rencia en México, atendiendo al compromiso 
con la Alianza para el Gobierno Abierto.

Por último, se destaca la importancia en el ám-
bito diplomático, con el compromiso que asu-
me el Estado mexicano con la Alianza para el 
Gobierno Abierto y los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de la Agenda 2030 (ONU-2015) y su 
vinculación con el Plan Nacional de Desarrollo. 

El propósito es aportar elementos que permitan 
subrayar que la transparencia y rendición de 
cuentas enfrenta dos tipos de retos, por cuanto 
al cumplimiento constitucional y como nación 
ante el compromiso con las Naciones Unidas 
para presentar el Informe Anual Voluntario so-
bre el avance en la apropiación e implementa-
ción de la Agenda 2030 y el Congreso asume 
una responsabilidad mayor no sólo por la apro-
bación del marco legal que facilite la implemen-
tación, sino porque está llamado a aprobar el 
Plan Nacional de Desarrollo con una visión al 
2030 y consecuentemente alinear su agenda 
legislativa; en este contexto, el de sempeño de 
ambos poderes deberá coordinarse para que la 
planeación de la gestión pública permita crear 
instituciones eficaces, responsables e inclusivas 
a todos los niveles, como lo establece el Obje-
tivo 17. 
 
II. La transparencia y rendición 
de cuentas desde 
el Plan Nacional de Desarrollo 
El Plan Nacional de Desarrollo ha transitado de 
ser una herramienta de gestión del poder públi-
co a un documento que rige la programación y 
ejercicio presupuestal de la Administración Pú-

blica Federal (2018), ahora con visión de largo 
plazo hacia el 2030 con criterios de transparen-
cia y rendición de cuentas más robustos. 

El sistema de planeación democrática ha sido 
desde 1983 el instrumento del gobierno para 
lograr el desarrollo del país. En su diseño in-
corpora planteamientos y aspiraciones ciuda-
danas, compromete a los órdenes de gobierno 
y a los poderes de la unión, y uno de los temas 
que forma parte de este sistema es precisa-
mente la transparencia en la gestión pública, 
que conserva principios éticos de su creación,3 
pero ahora con estructuras institucionales ex 
profeso. 

A continuación se presentan los aspectos más 
relevantes respecto de la transparencia desde 
el ámbito del Poder Ejecutivo: 
 
2.1. El Plan Nacional de Desarrollo del periodo 
1983-1988
Referente importante debido a que el Estado 
mexicano adopta en este PND el criterio consti-
tucional de distribución equitativa de la rique-
za; proscribe en la gestión pública toda ventaja 

3 Véase Plan Nacional de Desarrollo 1983-1988 (DOF: 
31 de mayo del 1983). Recuperado de: http://www.di-
putados.gob.mx/LeyesBiblio/compila/pnd/PND_1983-
1988_31may83.pdf (Consulta: agosto de 2018).

Agenda 2030 
Objetivo 16: Paz, justicia e instituciones fuertes

Promover sociedades pacífi cas e inclusivas para el desarrollo 
sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear 
instituciones efi caces, responsables e inclusivas a todos los 
niveles.

Crear instituciones efi caces, responsables y transparentes 
a todos los niveles.

Promover el estado de derecho en los planos nacional 
e internacional y garantizar la igualdad de acceso a la 
justicia para todos.

Fuente: http://www.mx.undp.org/content/mexico/es/
home/post-2015/sdg-overview/goal-16.html 
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en favor de intereses particulares y en perjuicio 
de la sociedad en general; las instituciones y 
sus funcionarios juegan un papel muy impor-
tante porque son quienes adquieren mayor 
compromiso en la estrategia Renovación Moral 
como principio básico en la administración pú-
blica, pero además compromete a los ciudada-
nos en el siguiente sentido:
 
Es indispensable que todos los mexicanos, 
particularmente quienes son depositarios de 
una responsabilidad pública, convengan en 
que el destino personal y el destino patrio es-
tán indisolublemente ligados, que el interés 
particular debe subordinarse al superior inte-
rés de la nación, que es el verdadero desarro-
llo que incluye el fortalecimiento de nuestra 
moral ciudadana.

2.2. El Plan Nacional de Desarrollo del periodo 
1989-1994.
Incorpora la estrategia de Modernizar a México y 
el Acuerdo Nacional para la Ampliación de Nues-
tra Vida Democrática, así como por primera vez, 
la palabra corrupción y reconoce la necesidad de 
castigar la ineficiencia de las funciones públicas.

2.3. El Plan Nacional de Desarrollo del periodo 
1995-2000.
Advierte que el marco normativo e institucional 
no es el adecuado y reconoce atrasos, vicios y 
carencias en materia de combate a la corrupción 
(entre otros) y la incertidumbre sobre la igualdad 
ante la ley e instituciones públicas. Un aspecto 
importante en este documento es que presenta 
un listado de 32 programas sectoriales.4 Garanti-
za a la población la confianza de que los recursos 
públicos se utilizan con legalidad, transparencia, 
honestidad y eficiencia de acuerdo con el manda-
to del artículo 134 constitucional, así como crear 
mecanismos idóneos para prevenir, detectar y 
sancionar acciones de corrupción con indepen-
dencia del nivel jerárquico del infractor con la 
participación del Congreso.

4 De acuerdo al artículo 22 de la Ley de Planeación, deter-
mina que el Plan Nacional de Desarrollo indicará los pro-
gramas sectoriales, institucionales, regionales y especiales 
pertinentes. 

2.4. El Plan Nacional de Desarrollo del periodo 
2001-2006.
Asume una visión de largo plazo hacia el 2025 
y crea estructuras para combate a la corrup-
ción. Los aspectos más relevantes de este pe-
riodo son los siguientes:
 
a) Crea la Comisión para la Transparencia y el 
Combate a la Corrupción en la Administración 
Pública Federal (2000) intersecretarial y de ca-
rácter permanente, la cual sentó las bases para 
identificar e implementar mejores prácticas en 
el combate a la corrupción y para desarrollar 
una cultura de transparencia y rendición de 
cuentas en el servicio público sustentada en 
valores y principios éticos. 

Su propósito es coordinar las políticas y accio-
nes para prevenir y combatir la corrupción y 
fomentar la transparencia en el ejercicio de las 
atribuciones de las diversas dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal, 
integrada de la siguiente forma:

Artículo Tercero del decreto de creación:
I. Los titulares de las dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal; 
II. El Subsecretario de Atención Ciudadana y 
Contraloría Social de la Secretaría de Contralo-
ría y Desarrollo Administrativo;
III. Hasta cinco funcionarios titulares de las uni-
dades adscritas a la Presidencia de la República;
IV. Representantes invitados de los sectores so-
cial y privado, destacados por su reconocida tra-
yectoria profesional;
La Comisión invitará de manera permanente al 
Procurador General de la República o a la per-
sona que éste designe. Asimismo, podrá invitar 
para asuntos específicos, a propuesta de cual-
quiera de sus integrantes y con aprobación del 
Pleno, a:
a. Autoridades de las entidades federativas y 
municipales, y
b. Titulares de entidades paraestatales del Go-
bierno Federal.5

5 Acuerdo por el que se crea la Comisión para la Trans-
parencia y el Combate a la Corrupción en la Administra-
ción Pública Federal, como una comisión intersecretarial 
de carácter permanente, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 4 de diciembre del año 2000. Recuperado 
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Esta comisión es considerada un 

valioso instrumento para impulsar una política 
de integridad y transparencia gubernamental 
orientada no sólo a mejorar y transparentar la 
gestión institucional, sino a la mejora de pro-
cesos, trámites y servicios públicos a la ciuda-
danía y a responder a la permanente exigencia 
de la sociedad de dar resultados tangibles en 
el combate a la corrupción y permitió sentar 
las bases para identificar e implementar me-
jores prácticas en el combate a la corrupción, 
desarrollar una cultura de transparencia y ren-
dición de cuentas en el servicio público susten-
tada en valores y principios éticos.

Para su funcionamiento comprometió aprobar su 
Programa de Actividades para la transparencia y el 
combate a la corrupción —a más tardar el 30 de 
abril del 2001. (Transitorio Tercero);6 sin embar-
go, en el proceso de esta investigación no se tuvo 
acceso a este programa, pero la Comisión fue 
abrogada mediante acuerdo del Ejecutivo (2011). 

[...] como  resultado de las reformas efectuadas 
a la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, así como de la expedición y entrada en 
vigor de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos y de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, las atribu-
ciones que le fueron otorgadas a la comisión 
intersecretarial fueron conferidas de manera 
particular, conforme al ámbito de sus respecti-
vas competencias, a la Secretaría de la Función 
Pública y al Instituto Federal de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos.7

b) Programa de Actividades para la transparen-
cia y el combate a la corrupción, en el ámbito de 

de: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=2064392
&fecha=31/12/1969 (DOF: 31/12/1969 SIC)
6 Acuerdo por el que se crea la Comisión para la Transpa-
rencia y el Combate a la Corrupción en la Administración 
Pública Federal, como una comisión intersecretarial de ca-
rácter permanente. Recuperado de: DOF: 31/12/1969 [con-
sulta: agosto de 2018]. 
7 Acuerdo por el que se abroga el diverso por el que se 
crea la Comisión para la Transparencia y el Combate a la 
Corrupción en la Administración Pública Federal, como una 
comisión intersecretarial de carácter permanente. Disponi-
ble en: DOF: 19/12/2011 

la mejora a la gestión pública se aprueba este 
programa sectorial denominado Programa Na-
cional de Combate a la Corrupción y Fomento a 
la Transparencia y el Desarrollo Administrativo 
2001-20068 con el objetivo de “abatir los niveles 
de corrupción en el país y dar absoluta transpa-
rencia a la gestión y desempeño de la Adminis-
tración Pública Federal, incluyendo el desarrollo 
administrativo”. 

2.5. El Plan Nacional de Desarrollo del periodo 
2007-2012. 
Establece un vínculo novedoso en materia de 
transparencia y rendición de cuentas para “avan-
zar en la perspectiva integral del Desarrollo Hu-
mano Sustentable” y reconoce que la falta de 
transparencia del gobierno no ha mejorado du-
rante los últimos 10  años, por ello este periodo 
marca la necesidad de incrementar las medidas 
anticorrupción.

Si bien incorpora la transparencia en cada una 
de las estrategias del PND y establece combatir 
a la corrupción de forma frontal por medio de 
una cultura anticorrupción en la que: 

[...] el Gobierno Federal implementará todos los 
pro gramas, estrategias y acciones necesarias, co-
ordinándose con las instancias internacionales y na-
cionales, públicas, privadas y sociales que quie ran 
apoyar la campaña en favor de la honestidad en el 
servicio público. Es imperativo que la transparen-
cia se vuelva parte integrante de la cultura cívica, 
es decir, que forme parte esencial de las actitudes 
y comportamientos de empresarios, sociedad civil, 
partidos políticos, organizaciones sindicales, servi-
dores públicos y ciudadanos en general.

2.6. El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018.9

Establece la estrategia Gobierno Cercano y 
Moderno con el propósito de que se refleje en 
calidad de vida para los ciudadanos, a partir 

8 Programa Nacional de Combate a la Corrupción y Fo-
mento a la Transparencia y el Desarrollo Administrativo 
2001-2006. Diario Oficial de la Federación, 22/04/2002. 
Recuperado de: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi
go=734662&fecha=22/04/2002 
9 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018. Recuperado de: http://
www.dof.gob.mx/nota_detalle_popup.php?codigo=5299465 
[consulta:  agosto de 2018].
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de mecanismos de evaluación y rendir cuentas 
oportunamente, para mejorar su desempeño.

Accede a optimizar el uso de los recursos pú-
blicos, a utilizar las nuevas tecnologías de la 
información y comunicación e impulsar la trans-
parencia y rendición de cuentas con base en un 
principio básico plasmado en el artículo 134 de 
la Constitución: 

Los recursos económicos de que dispongan 
la Federación, los estados, los municipios, el 
Distrito Federal y los órganos político-adminis-
trativos de sus demarcaciones territoriales, se 
administrarán con eficiencia, eficacia, econo-
mía, transparencia y honradez para satisfacer 
los objetivos a los que estén destinados.

A continuación, se presenta un esquema con 
algunos aspectos complementarios referidos a 
la transparencia y rendición de cuentas en el 
Plan Nacional de Desarrollo.

III. Transparencia, Agenda 2030 
y Plan Nacional de Desarrollo 
2018-2024
Con la suscripción de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ONU-2015), el Plan Nacional 
de Desarrollo adquiere una importancia ma-
yor debido a que está llamado a ser el ins-
trumento que incorpora los principios de la 
Agenda 2030 de forma transexenal en todos 
los ámbitos de las políticas públicas y los ni-
veles de gobierno, agregando un nuevo eje 
de colaboración con los poderes de la Federa-
ción y asegura su vigencia más allá del ámbito 
político;10 la Ley de Ingresos y el Presupuesto 
de Egresos son el primer producto legislativo 
vinculado al cumplimiento de los ODS.11

10 Véase Guadalupe Morales Núñez. “Los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible en México y el reto en materia de Desarro-
llo Social”, Reporte CESOP 106, mayo de 2017. Recuperado 
de: http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/
Centros-de-Estudio/CESOP/Estudios-e-Investigaciones/Repor-
te-CESOP [agosto de 2018].
11 Véase Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Vincula-
ción del Presupuesto a los Objetivos del Desarrollo Soste-
nible. Recuperado de: https://www.gob.mx/cms/uploads/
attachment/file/231527/Lineamientos_p_y_p_2018_Ane-
xo_2_Vinculacion_ODs.pdf [consulta: julio de 2018].

Este compromiso brinda la oportunidad de 
rescatar la importancia del Congreso para la 
conformación del Plan Nacional de Desarrollo, 
ya que por mucho tiempo el Poder Ejecutivo 
reservó para sí la responsabilidad y concedió 
a la Cámara de Diputados la facultad de exa-
men y opinión mediante la Ley de Planeación, 
no obstante que la reforma constitucional de 
1983 estableció “la intervención del Congreso” 
mientras que el PND “podrá contener conside-
raciones y proyecciones de más largo plazo”; 
debido a que probablemente la expectativa en 
ese contexto histórico pretendía una coordina-
ción más vigorosa de ambos poderes, en tér-
minos de planeación y gestión de las políticas 
públicas. 

Actualmente un nuevo contexto histórico pre-
cisa retomar estos planteamientos en favor de 
la planeación para el desarrollo mediante un 
compromiso diplomático con visión al 2030,12  
nada más que esta vez sólo compromete a la 
Cámara de Diputados y para ello el titular del 
Poder Ejecutivo impulsó la reforma a la Ley de 
Planeación para que la Cámara baja intervenga 
en el proceso de integración del PND y fortale-
cer los procedimientos de elaboración y apro-
bación del Plan Nacional de Desarrollo (PND). 

El siguiente esquema compara el texto origi-
nal de la Ley de Planeación y la redacción vi-
gente que surge con la reforma que impulsara 
el titular del Poder Ejecutivo Es importante 
mencionar que la Ley de Planeación, desde su 
creación, consideró necesario proyecciones 
de más largo plazo. 

Un dato relevante tiene que ver con el régi-
men transitorio del decreto, ya que establece 
el proceso mediante el cual el presidente en-
vía a la Cámara de Diputados para su apro-
bación el último día hábil de febrero del año 
siguiente al de su toma de posesión.
 
Es decir, se entiende que hasta el segundo 
periodo ordinario de sesiones en el 2019, la 

12 Morales Núñez, “Los Objetivos de Desarrollo...”, op. cit.
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Reforma constitucional de 1983 Texto constitucional vigente 

Artículo 26.- El Estado organizará un sistema de planeación 
democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, 
dinamismo, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, 
social y cultural de la nación. 
….
….
El sistema de planeación democrática, el Congreso de la 
Unión tendrá una intervención que señale la Ley. 

Artículo 26.- El Estado organizará un sistema de planeación 
democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, 
dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la 
democratización política, social y cultural de la nación.

Párrafo reformado DOF 05-06-2013.

…
….
En el sistema de planeación democrática y deliberativa, el 
Congreso de la Unión tendrá la intervención que señale la ley.

Párrafo reformado DOF 10-02-2014.

Cámara de Diputados recibe y aprueba el Plan 
Nacional de Desarrollo, sin embargo, estable-
ce que a partir del 2024; entrará en vigor, lo 
cual puede confundir respecto al inicio de su 
vigencia.

Por otro lado, la importancia de la transparen-
cia en este proceso tiene que ver con el segui-
miento a los compromisos adquiridos en la 
agenda 2030, y el reto está en definir los meca-
nismos apropiados para revisar las asignacio-
nes presupuestarias vinculadas a la agenda a 
partir de la Ley de Ingresos y el presupuesto de 
egresos 2017, establecer mecanismos abier-
tos, de forma periódica y exhaustiva sobre los 
recursos públicos asignados en la consecución 
de los objetivos, desde la recaudación, gasto 
y resultados,13 lo cual debe incorporarse al 
Plan Nacional de Desarrollo 2019-2025 con el 
compromiso del Poder Legislativo de alinear su 
agenda con los objetivos del PND, ya que dicha 
intervención no concluye con los decretos le-
gislativos. 

Por último, es importante destacar que el go-
bierno puso a disposición la plataforma Estra-
tegia Nacional para la puesta en marcha de la 
Agenda 2030, que convoca a la participación 
de todos los sectores de la población a definir 
las prioridades, metas y retos que incluirá el 

13 SHCP, Vinculación del Presupuesto..., op. cit.

documento base para la construcción del Plan 
Nacional de Desarrollo 2018 -2030, el cual es-
tuvo disponible para la “consulta” del 15 de fe-
brero al 8 de marzo del 2018. 

IV. Alianza para 
el Gobierno Abierto (AGA)
Es una instancia multilateral dirigida a “esta-
blecer compromisos concretos por parte de 
los gobiernos para promover la transparen-
cia, aumentar la participación ciudadana en 
los asuntos públicos, combatir la corrupción y 
aprovechar las nuevas tecnologías para robus-
tecer la gobernanza”. 

México asume el compromiso para hacer va-
ler los principios de transparencia, acceso a 
la información, rendición de cuentas, partici-
pación ciudadana e innovación, coordinados 
por dos instancias: el secretariado técnico, 
cuya función es conformar un espacio perma-
nente e institucionalizado de diálogo y toma 
de decisiones y la Coordinación de Estrategia 
Digital Nacional, que es la instancia del Gobier-
no Federal que participa con el Secretariado, 
mientras que para el caso de la sociedad civil 
es Transparencia Mexicana.
 
4.1. Gobierno Abierto y Transparencia. 
En septiembre de 2011 Brasil, Indonesia, No-
ruega, Filipinas, Sudáfrica, el Reino Unido, 
Estados Unidos y México, adoptaron la Declara-
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Ley de Planeación

Texto original
DOF 3 de enero de 1983

Texto vigente
Última reforma DOF 16 de febrero de 2018

Artículo 5o.- El Presidente de la 
República remitirá el Plan al Congreso 
de la Unión para su examen y opinión. 
En esta ejecución de sus atribuciones 
constitucionales y legales y en las 
diversas ocasiones previstas por la 
Ley el Poder Legislativo formulará así 
mismo las observaciones que estime 
pertinentes durante la ejecución, 
revisión y adecuaciones al propio 
plan.

Artículo 5o.- El Ejecutivo Federal 
elaborará el Plan Nacional de 
Desarrollo y lo remitirá a la 
Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión para su aprobación, en los 
plazos previstos en esta Ley.

En el ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales y legales y en 
las diversas ocasiones previstas 
por esta Ley, la Cámara de 
Diputados formulará, asimismo, las 
observaciones que estime pertinentes 
durante la ejecución y revisión del 
propio Plan.

Artículo Segundo Transitorio.- La 
reforma al artículo 6o. entrará en vigor 
el 1o. de abril de 2018.

Asimismo, la reforma al primer 
párrafo del artículo 21 entrará en 
vigor el 1o. de octubre de 2024, por 
lo que el Presidente de la República 
que comience su mandato el 1o. de 
diciembre de 2018 enviará el Plan 
Nacional de Desarrollo a la Cámara 
de Diputados del Congreso de la 
Unión para su aprobación, a más 
tardar el último día hábil de abril del 
año siguiente a su toma de posesión.

Artículo Quinto Transitorio.- Las 
Administraciones Públicas Federales 
correspondientes a los periodos 2018-
2024 y 2024-2030 podrán considerar 
en su contenido las estrategias para 
el logro de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y sus metas, contenidos 
en la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible.

Para efectos de lo anterior, en los pro-
cesos de elaboración de los proyectos 
de dichos planes se considerarán las 
propuestas que, en su caso, elabore el 
Consejo Nacional de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible.

Artículo 21.- El Plan Nacional de De-
sarrollo deberá elaborarse, aprobarse 
y publicarse dentro de un plazo de seis 
meses contados a partir de la fecha en 
que toma posesión el Presidente de la 
República, y su vigencia no excederá 
del periodo constitucional que le 
corresponde, aunque podrá contener 
consideraciones y proyecciones de más 
largo plazo.

Artículo 21.- El Presidente de la 
República enviará el Plan Nacional de 
Desarrollo a la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión para su 
aprobación, a más tardar el último día 
hábil de febrero del año siguiente a su 
toma de posesión.

La vigencia del Plan no excederá del 
periodo constitucional del Presidente de 
la República. Sin perjuicio de lo anterior, 
deberá contener consideraciones 
y proyecciones de por lo menos 
veinte años, para lo cual tomará en 
consideración los objetivos generales 
de largo plazo que, en su caso, se 
establezcan conforme a los tratados 
internacionales y las leyes federales.
La Cámara de Diputados del Con greso 
de la Unión aprobará el Plan Nacional 
de Desarrollo dentro del plazo de dos 
meses contado a partir de su recepción. 
En caso de que no se pronuncie en 
dicho plazo, el Plan se entenderá 
aprobado en los términos presentados 
por el Presidente de la República.
La aprobación del Plan por parte de la 
Cámara de Diputados del Congreso 
de la Unión, consistirá en verifi car que 
dicho instrumento incluye los fi nes del 
proyecto nacional contenidos en la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.
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Ley de Planeación

Texto original
DOF 3 de enero de 1983

Texto vigente
Última reforma DOF 16 de febrero de 2018

En caso de que el Plan Nacional de Desarrollo no los incluya, 
la Cámara de Diputados devolverá el mismo al Presidente de la 
República, a efecto de que dicho instrumento sea adecuado y 
remitido nuevamente a aquélla para su aprobación en un plazo 
máximo de treinta días naturales.

La vigencia del Plan no excederá del periodo constitucional del 
Presidente de la República. Sin perjuicio de lo anterior, deberá 
contener consideraciones y proyecciones de por lo menos 
veinte años, para lo cual tomará en consideración los objetivos 
generales de largo plazo que, en su caso, se establezcan 
conforme a los tratados internacionales y las leyes federales.

Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos nacionales, 
estrategia y desarrollo integral del país, contendrá provisiones 
sobre los recursos que serán asignados a tales fi nes; 
determinará los instrumentos y responsabilidades de su 
ejecución, establecerá los lineamientos de política de carácter 
global, sectorial y regional, sus previsiones se referirán al 
conjunto de la actividad económica y social, y regirá el contenido 
de los programas que se generen en el Sistema Nacional de 
Planeación Democrática.

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos 
nacionales, la estrategia y las prioridades del desarrollo integral, 
equitativo, incluyente, sustentable y sostenible del país; 
contendrá previsiones sobre los recursos que serán asignados 
a tales fi nes; determinará los instrumentos y responsables de su 
ejecución, establecerá los lineamientos de política de carácter 
global, sectorial y regional; sus previsiones se referirán al 
conjunto de la actividad económica, social, ambiental y cultural, 
y regirá el contenido de los programas que se generen en el 
sistema nacional de planeación democrática.
El Plan se publicará en el Diario Ofi cial de la Federación, en un 
plazo no mayor a 20 días naturales contado a partir de la fecha 
de su aprobación.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de 
Desarrollo.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de 
Desarrollo.

Fuente: elaboración propia con base en la legislación citada.
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ción de gobierno abierto. El 27 de septiembre 
de 2015 México firmó una iniciativa multilate-
ral, junto con 12 países, sobre la declaración 
conjunta de gobierno abierto para la Agenda 
2030, con el propósito de promover la transpa-
rencia, aumentar la participación ciudadana en 
los asuntos públicos, combatir la corrupción y 
aprovechar las nuevas tecnologías para robus-
tecer la gobernanza.

La declaración cuenta con los siguientes princi-
pios: a) aumentar la disponibilidad de informa-
ción sobre las actividades gubernamentales; b) 
apoyar la participación ciudadana; c) aplicar los 
más altos estándares de integridad profesional 
en todos nuestros gobiernos; d) aumentar el 
acceso a las nuevas tecnologías para la apertu-
ra y la rendición de cuentas.

Secretariado Técnico Tripartita 
Espacio permanente institucionalizado de diálogo y toma de decisiones en torno a procesos 
de gobierno abierto en México. Se conforma con la participación de los siguientes actores: 

Comité Coordinador de la Sociedad Civil Instituto Federal de Acceso a la Información 
y Protección de Datos El Gobierno de la República

Conjunto de organizaciones que participan 
en el proceso de la AGA

Único enlace con las organizaciones de la 
Sociedad Civil

Facilitar el diálogo entre el gobierno de la 
República y la sociedad civil

–Le corresponde ser enlace institucional 
con las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal en temas 
relacionados con AGA, y

administra el sitio http://ara.org.mx/

Fuente: Lineamientos de la organización y funcionamiento del Secretariado Técnico Tripartita.

Declaración Conjunta de Gobierno Abierto para la Agenda 2030
Objetivos: 

Promover la 
transparencia

Aumentar la participación 
ciudadana en los asuntos 

públicos
Combatir la corrupción

Aprovechar las nuevas tecno-
logías

Robustecer la gobernanza.

Fomentar una cultura de gobierno abierto que empodere y brinde resultados a los ciudadanos, y promueva los ideales del go-
bierno abierto y participativo del siglo XXI.

 Fuente: Alianza para el gobierno abierto.
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Su principal referente es la Declaración Univer-
sal de los Derechos Humanos, la Convención 
de las Naciones Unidas contra la corrupción14 
y otros instrumentos internacionales relacio-
nados con derechos humanos. Reconoce que 
la transparencia y el gobierno abierto son he-
rramientas esenciales para asegurar la imple-
mentación efectiva de la Agenda 2030 para el 
desarrollo sostenible.

14 La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción (UNCAC), también conocida como la Convención de Mé-
rida, por haber sido adoptada en esa ciudad de México, en 
diciembre de 2003, entró en vigor el 14 de diciembre de 
2005, al reunir las 30 ratificaciones requeridas e incorpora 
126 Estados miembros. Recuperado de: http://www.pro-
gramaanticorrupcion.gob.mx/index.php/internacionales/
convenciones/convencion-de-las-naciones-unidas-contra-
la-corrupcion-onu.html [consulta: agosto de 2018].

Uno de los principales compromisos de los paí-
ses es elaborar un plan de acción desarrollado 
con consulta pública y comprometerse a infor-
mar de manera independiente sobre su progreso 
en el futuro. Actualmente México da cuenta de 
tres de ellos: el primero (2011-2013) conjugó 36 
compromisos y fue el primer esfuerzo por abrir 
el diálogo y buscar un espacio de interlocución 
horizontal; el segundo (2013-2015), con 26 com-

Declaración Conjunta de Gobierno Abierto para la Agenda 2030

1. Promover un Estado de Derecho que sea consistente con los estándares internacionales en el ámbito nacional, regional e in-
ternacional mediante la transparencia, apertura, rendición de cuentas, acceso a la justicia e instituciones efectivas e incluyentes. 
Lo anterior, alineado con el Objetivo 16 de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

2. Promover el acceso público a información y datos abiertos vigentes y desagregados sobre actividades gubernamentales 
relativas a la implementación y fi nanciamiento de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en seguimiento a la legislación 
nacional y los compromisos internacionales. Apoyamos el desarrollo de la Carta Internacional de Datos Abiertos y pretendemos 
explorar su implementación en nuestros países.

3. Apoyar la participación ciudadana en la implementación de todos los objetivos y metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, incluyendo la toma de decisiones, formulación de políticas y procesos de seguimiento y evaluación.

4. Defender los principios del gobierno abierto descritos en la Declaración de Gobierno Abierto en la defi nición de indicadores in-
ternacionales, regionales y nacionales para la medición de la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
tomando en cuenta las circunstancias nacionales y las prioridades del desarrollo. Identifi caremos y compartiremos lecciones 
aprendidas y buenas prácticas para fortalecer la capacidad de los países para la implementación.

5. Utilizar los Planes de Acción Nacionales de la Alianza para el Gobierno Abierto para adoptar compromisos que sirvan como 
herramientas efectivas para promover la implementación transparente y con rendición de cuentas de la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible.
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promisos atendidos; el tercero, el Plan de Acción 
2016-2018, en marcha, el cual concluye en oc-
tubre de 2018 con los siguientes compromisos: 

1. Servicios públicos, derechos humanos y 
fortalecimiento del Estado de derecho

2. Sistema Nacional Anticorrupción
3. Pobreza y desigualdad
4. Igualdad de género
5. Gobernanza de recursos naturales y cam-

bio climático.15

Uno de los retos para esta nueva administra-
ción será alinear estos temas con la agenda 
legislativa y establecer mecanismos de evalua-
ción y seguimiento. 

El principal propósito del Secretariado Técnico es 
monitorear los compromisos suscritos por el Es-
tado mexicano ante la Alianza para el Gobierno 
Abierto. Cuenta con lineamientos que rigen su or-
ganización y funcionamiento [2014] suscritos por 
los representantes de cada uno de los actores.
 
A continuación se muestra un esquema que ex-
plica brevemente la conformación en cada plan 
así como la referencia al tablero de seguimien-
to que es un formato diseñado para el segui-
miento y evaluación particular de cada uno de 
los programas. Su estructura contempla varios 
aspectos: la denominación del compromiso, ca-
racterísticas, actividades, indicadores, medios 
de verificación y un capítulo reservado para las 
recomendaciones y los factores de riesgo.16 

El tablero de seguimiento (tablero.gobabier-
tomx.org) es una plataforma que permite iden-
tificar los compromisos, sus objetivos, una 
evaluación, así como los factores de riesgo y 
las recomendaciones. Es un mecanismo públi-
co para asegurar el avance y cumplimiento de 
cada uno de los compromisos de acuerdo con 
lo establecido en sus planes de trabajo.
Registra 26 compromisos, de los cuales selec-

15 Plan de Acción 2016-2018. Alianza para el Gobierno 
Abierto. 
16 Formato y tablero de control para el seguimiento y eva-
luación del PA15.   

cioné algunos y de manera complementaria se 
cita la autoridad comprometida, con el propósi-
to de aportar un referente que permita avanzar 
hacia la construcción de un proceso para ali-
near los mecanismos de evaluación y control.

4.2. Principales resultados del modelo de Go-
bierno Abierto.
Los cambios han sido fundamentales por cuan-
to a adecuación legal; sin embargo, no es su-
ficiente, ya que la participación del Congreso 
no se limita a la aprobación de reformas sino a 
participar en un ámbito de equilibrio de pode-
res hacia un mecanismo de transparencia, ren-
dición de cuentas y control continuo. 

Destacan las reformas constitucionales en mate-
ria de transparencia y combate a la corrupción, 
de acceso a la información pública y de fortale-
cimiento al organismo encargado de garantizar 
este derecho dotándolo de autonomía constitu-
cional. En el marco de este fortalecimiento, re-
sultan relevantes dos disposiciones publicadas: 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública17 y la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública.18

 
La Ley Federal de Transparencia da paso a in-
corporar el sistema de Gobierno Abierto orien-
tado a mejorar la gestión pública; en el caso 
del combate a la corrupción, se aprueba el Sis-
tema Nacional Anticorrupción, sin consolidarse 
aún19 la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas, denominada Ley 3 de 3, la cual 
es el principal referente de iniciativa ciudadana 
aprobada por el Congreso de la Unión. 

V. Consideraciones finales
Dentro de la agenda legislativa el Congreso tie-
ne la facultad de aprobar el Plan Nacional de De-
sarrollo. Esta facultad no es nueva, desde 1983 

17 Diario Oficial de la Federación, 4 de mayo de 2015.
18 Ibid., 9 de mayo de 2016.
19 Guadalupe Morales Núñez, “Los retos ante el nombramiento 
del Fiscal Anticorrupción”, documento de trabajo. Dis ponible 
en: [http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/
Centros-de-Estudio/CESOP/Novedades/Documento-de-trabajo.-
Los-retos-ante-el-nombramiento-del-fiscal-anticorrupcion]
(consulta: septiembre de 2018).
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Factores que pueden poner en riesgo el cumplimiento del compromiso
Esta sección debe servir para identifi car posibles retos y tomar medidas necesarias para evitar 

que se conviertan en impedimentos para el cumplimiento
Nombre 

del compromiso Características Factores que pueden poner 
en riesgo el cumplimiento del compromiso

Regulación clara 
y transparente

Crear un sistema de información de las regulaciones 
y resoluciones administrativas de carácter general de 
los órganos reguladores: 

Institución comprometida: 
Secretaría de la Función Pública, Secretaría de Eco-
nomía; Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 
y la Comisión Federal de Protección sobre riesgos 
sanitarios. 

Para los anteproyectos regulatorios: la falta de recursos 
para desarrollar el nuevo sistema de la MIR, así como las 
aplicaciones del DOF.

Para las guías de cumplimiento de la regulación: un factor 
de riesgo es la necesidad de involucramiento, coordinación 
y compromiso de los reguladores elegidos (SFP/SE/IMPI/COFE-
PRIS) ya que la COFEMER sólo sería un apoyo técnico, pero 
los responsables de la información y del proceso son los 
reguladores.

Base de datos 
de personas 
desaparecidas

Reorganizar y mejorar la base de datos de personas 
extraviadas o desaparecidas en los términos esta-
blecidos en la Ley del Registro Nacional de Datos 
de Personas Extraviadas o Desaparecidas (RENPED). 
Su elaboración contará con mecanismos o espacios 
para la participación activa de la sociedad civil. La 
base de datos incluirá los registros de personas con 
la información establecida en la Ley del RENPED y de-
berá señalar las diferentes fuentes y autoridades que 
registran dicha información, de conformidad con la 
normatividad y previo consentimiento. De esta for-
ma, el gobierno instrumenta mejores mecanismos 
de información que permitan acciones coordinadas 
entre los tres órdenes de gobierno para garantizar 
los derechos humanos de las personas extraviadas 
o desaparecidas y de sus familiares. Se incluirán 
estadísticas básicas publicadas periódicamente. Se 
promoverá la elaboración del Reglamento de la Ley.
Institución comprometida:
Procuraduría General de la República

Obstáculos técnicos y operativos que imposibilitan que la 
federación suministre o actualice los datos de las personas 
no localizadas de la PGR (fuero federal) y a su vez que a falta 
de esa información el Secretario Ejecutivo no cuente con 
datos para migrar al RENPED.
Se requiere aprobación legislativa del Reglamento de la Ley 
del Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o 
Desaparecidas.*

Padrón abierto 
de benefi ciarios

Contar con un padrón único de benefi ciarios abierto 
y actualizado de los programas sociales del gobierno 
federal que integran la “Cruzada nacional contra el 
hambre “que permita conocer con precisión la pobla-
ción atendida. 
Establecer un mecanismo de seguimiento para el 
cumplimiento de los criterios de integración de los 
padrones de gobiernos estatales y municipales.
Objetivo mejorar las acciones político-sociales para 
identifi car con mayor precisión la población objetivo 
y garantizar el derecho a la alimentación de los mexi-
canos que viven en condición de pobreza.
Institución comprometida:
Sedesol.

Sedesol mostró hallazgos importantes:
La sola integración de los patrones no permite identifi car a 
las personas que se hallan en condición de pobreza.
Se busca a través de la transparencia un nivel de rendición 
de cuentas en la implementación de la política de desarrollo 
social. 

No registra factores de riesgo.

* Ley del Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o desaparecidas, Diario Oficial de la Federación del 17 de 
abril del 2012. Régimen Transitorio: 
Artículo Segundo.- Las autoridades competentes deberán emitir las leyes, reglamentos y otras disposiciones para instru-
mentar en todo el país lo establecido en esta ley, en un plazo que no exceda de seis meses, a partir de la publicación a 
que se refiere el artículo anterior.
Artículo Tercero.- El Secretariado Ejecutivo deberá tomar las medidas necesarias para migrar la información de todas las 
bases de datos y registros oficiales que contengan información relacionada con personas extraviadas o desaparecidas al 
Centro Nacional de Información del Sistema Nacional de Seguridad Pública.
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contó con la facultad de intervenir en ello, ahora 
cuenta con el apoyo no sólo legal sino del com-
promiso diplomático, por lo que adquiere una 
importancia mayor. En este contexto su interven-
ción permite fortalecer facultades de fiscalización 
y control adicional a las que la Constitución le 
otorga y en consecuencia el sistema de gobierno 
abierto también se amplía para mostrar mecanis-
mos legislativos que desarrolla en cumplimiento 
al Objetivo 17 de la Agenda 2030. 

Es importante revisar el inicio de vigencia de la 
reforma a la Ley de Planeación respecto de la in-
tervención del Congreso en la aprobación del Plan 
Nacional de Desarrollo, debido a que su redacción 
puede causar confusión, ya que entrará en vigor a 
partir de 2024. 

Fuentes consultadas

Acuerdo por el que se crea la Comisión para la 
Transparencia y el Combate a la Corrupción 
en la Administración Pública Federal, como 
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permanente, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 4 de diciembre de 2000. 

Bernales Rojas Gerardo, El derecho a la verdad, 
Universidad de Talca, Chile.

Formato y tablero de control para el segui-
miento y evaluación del PA15. 

Ley de Planeación.
Ley Federal de Transparencia  y Acceso a  la 

Información Pública.
Morales Núñez, Guadalupe, “Los Retos ante el 

nombramiento del Fiscal Anticorrupción”, 
Documento de Trabajo. México, CESOP, Cámara 
de Diputados, septiembre de 2018.

——, “Los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
en México y el reto en materia de Desarrollo 
Social”, Reporte CESOP 106, México, CESOP, Cá-
mara de Diputados, mayo de 2017.

——, “Desempeño de México en el cumplimiento 
de los  Objetivos  de Desarrollo Sostenible 
de la Agenda 2030”, En Contexto. 

Plan de Acción 2016-2018. Alianza para el 
Gobierno Abierto. 

Plan Nacional de Desarrollo. 
Programa Nacional de Combate a la Corrupción 

y Fomento a la Transparencia y el Desarrollo 
Administrativo 2001-2006.

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Vin-
cu lación del Presupuesto a los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible. 

Secretariado Técnico Tripartita para la imple-
mentación y seguimiento de planes de acción 
de la Alianza para el Gobierno Abierto. 
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Introducción

Nuevamente, el Reporte CESOP publica otra 
entrevista de corte académico con un ex-
perto cuyos puntos de vista enriquecen 

la información que publica mes a mes. Esta oca-
sión tuvimos la oportunidad de charlar y entre-
vistar al doctor René Torres-Ruiz, quien aceptó 
responder nuestras preguntas y, mientras las 
iba respondiendo, dilucidaba sobre los retos 
que tiene por delante la democracia mexicana. 
Comprenderemos que uno de ellos es el desa-
rrollo de instituciones y mecanismos de trans-
parencia que ayuden a vigilar el buen uso de los 
recursos públicos y el desempeño profesional 
del funcionariado mexicano. Aunque la entrevis-
ta habla indirectamente sobre la calidad demo-
crática, trata de enfocarse hacia la importancia 
de la transparencia para mejorar la democracia 
e imprimirle más confianza a las instituciones.

El doctor Torres-Ruiz es profesor-investigador 
de tiempo completo en el Departamento de 
Ciencias Sociales y Políticas de la Universidad 
Iberoamericana desde hace ocho años; perte-
nece al Sistema Nacional de Investigadores y 
se desempeña como profesor de asignatura en 
la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la 
UNAM. También ejerció la docencia en la Univer-
sidad Autónoma de Barcelona, donde obtuvo 
el doctorado en Ciencia Política. Sus líneas de 
investigación académica son las problemáticas 
alrededor de la democracia, la construcción de 
ciudadanía, los movimientos sociales y los par-
tidos políticos.

TRANSPARENCIA Y CALIDAD 
DE LA DEMOCRACIA 

ENTREVISTA CON EL DOCTOR 

RENÉ TORRES-RUIZ

Luis Angel Bellota*

* Licenciado en Historia por la Universidad Iberoamerica-
na y pasante de la maestría en Estudios Latinoamericanos 
por la UNAM. Investigador asistente en el Centro de Estudios 
Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados.  
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Luis Angel Bellota (LAB): Antes de ir al grano, 
me gustaría pedirle una breve disertación so-
bre la relación entre los sistemas de transpa-
rencia y la democracia. Si hablamos de esta 
última desbordaríamos la charla y no llegaría-
mos a ningún lado, pues mucho se ha dicho 
y escrito sobre dicha forma de gobierno. Esti-
mo relevante que nos dé un marco conceptual 
acerca del vínculo que une ambos conceptos. 
Pocos diferirán en que la transparencia es la 
mejor vía para que los asuntos relacionados 
con el gobierno no sean un arcano vedado a los 
ciudadanos.

René Torres-Ruiz (RTR): Sí, así es. La transpa-
rencia es un componente en todo gobierno que 
se precie de ser democrático. Las decisiones 
que ahí se toman y que afectan a una comuni-
dad deben ser abiertas, transparentes y com-
prensibles para todos los ciudadanos. Esta idea 
de que lo que pasa en los corrillos de la políti-
ca o en las cámaras legislativas se queda ahí, 
porque resulta incomprensible para el resto de 
las personas, es un tremendo anacronismo que 
nos cuesta muy caro en términos de confianza 
ciudadana, algo que hoy es totalmente inacep-
table. A estas alturas de la historia, es impe-
rioso que la opacidad se desvanezca y ganen 
centralidad la transparencia y la claridad en las 
decisiones oficiales.

Esta idea de mantener las tareas administra-
tivas alejadas de la población porque ésta es 
ignorante y no cuenta, supuestamente, con la 
preparación ni los atributos intelectuales para 
comprender los menesteres que encierra “el 
arte de gobernar” se conoce en la tradición del 
pensamiento político occidental como los ar-
cana imperii o la secrecía en los asuntos de 
Estado a los que únicamente tienen acceso un 
grupo muy reducido de personas. El ejercicio 
discrecional del poder se sostiene, esencial-
mente, en el ocultamiento, el engaño y la simu-
lación; como diría un colega, Jesús Rodríguez 
Zepeda: posibilitan la construcción de distan-
cias insalvables y obstáculos infranqueables 
entre quienes detentan el poder y quienes son 
gobernados. De este modo se generan socie-

dades enormemente asimétricas. Esto ocurre, 
por supuesto, en gobiernos no democráticos.
 
Los tomadores de decisiones deben reflexio-
nar sobre los problemas a los que se enfrenta 
la población; juntan y sistematizan informa-
ción muy variada, escuchan a los involucra-
dos, construyen y comunican propuestas de 
solución y, finalmente, ponen en marcha esas 
decisiones. Claro, después habrá que evaluar-
las para ver su pertinencia y eficacia. Todo 
este proceso que te estoy describiendo debe 
darse a conocer con total y absoluta transpa-
rencia.

Democratizar un sistema político pasa necesa-
riamente —y más en estos tiempos en donde 
se piensa que las decisiones deben ser com-
partidas—, por no tomar desde las sombras 
determinaciones esenciales para la comuni-
dad. Es importante, y esto lo recalco, no cons-
truir acuerdos “en lo oscurito”, por debajo de 
la mesa y a espaldas de la ciudadanía. Como 
quieras llamarle. Lo visible es, o debe ser, un 
signo inequívoco e irrenunciable de la demo-
cracia.

LAB: Puede decirse, entonces, que un elemento 
cada vez más evidente de las democracias con-
temporáneas es su transparencia.

RTR: Ya lo decía Norberto Bobbio cuando ha-
blaba de democracia y secreto: “la democracia 
es el poder visible”. Según este prolífico autor, 
la naturaleza misma de la democracia consiste 
en que nada puede quedar en el misterio. Ape-
lando a mi memoria, él lo dice más o menos 
así —aunque no sé si con estas palabras exac-
tas—: “la democracia es el gobierno del poder 
público en público”.

Por otra parte, agregaría que un gobierno que 
sea transparente y rinda cuentas está íntima-
mente relacionado, en estos tiempos de las 
democracias abiertas y donde se ha hablado 
tanto de la calidad democrática, con la legitimi-
dad. Recordemos también que un gobierno es 
representativo únicamente cuando es legítimo; 
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y es legítimo cuando ha sido elegido mediante 
el sufragio libre y universal pero también —y 
esto es importantísimo— cuando ejerce en la 
forma esperada sus funciones. ¿Qué quiero de-
cir con esto? Que un gobierno es representa-
tivo porque la gente votó a su favor y porque 
se conduce con apego a la ley, cumpliendo 
con aquello que los ciudadanos esperan de 
él. La legitimidad de origen es tan importante 
como la legitimidad derivada. La democracia, 
recuerda [Tzvetan] Todorov, no sólo es impor-
tante por la forma en la que instituye el poder 
sino por las metas y el ejercicio de éste. 

En resumen, las democracias contemporáneas 
requieren de la transparencia y la rendición de 
cuentas como elementos consustanciales de 
su legitimidad. Su valoración como una “bue-
na forma de gobierno” debe sustentarse en la 
accesibilidad pública de sus decisiones, en el 
ejercicio responsable del poder y en atender 
o garantizar los derechos de las personas, en 
este caso el derecho a tener información de in-
terés común, a saber cómo y por qué se toman 
ciertas determinaciones, a tener presente el 
destino de los impuestos que paga, etcétera.

LAB: Las democracias europeas o las sajonas, 
como la noruega o la neozelandesa, tienen es-
tos mecanismos de monitoreo sobre los servi-
dores públicos a pesar de que los ciudadanos 
de aquellos países tienen un poquito más de 
confianza en sus servidores públicos. Usted me 
corregirá si estoy mal, pero la idea de que exis-
tan sistemas de transparencia no sólo es para 
que los gobiernos se conduzcan con la mayor 
legalidad posible sino también contempla que 
los ciudadanos se formen un criterio sobre el 
uso eficaz de los recursos y, entonces, valore 
si le conviene o no votar por el partido en el 
gobierno. Esto robustece el Estado de derecho 
porque pone en una caja de cristal las acciones 
oficiales. 

RTR: Sí, de alguna manera es así. La transpa-
rencia tiene que ver con el Estado de derecho. 
Esta es una dimensión de la noción de calidad 
de la democracia: el gobierno de la ley o rule of 

law, como lo llaman los ingleses. Es una dimen-
sión de carácter procedimental que consiste en 
observar la ley por parte de todos, principal-
mente las autoridades. Nadie puede estar por 
arriba del marco legal y si algún gobernante 
o funcionario público comete algún abuso o 
ilegalidad en el ejercicio de sus funciones, los 
mecanismos de control sirven para detectarlo 
rápidamente y sancionar sus faltas. A esta con-
dición de buen gobierno y de un Estado res-
ponsable y legalmente democrático es a lo que 
se refiere Guillermo O’Donnell, un autor que tú 
ya conoces pues alguna vez lo discutimos en 
clase hace algunos años. Él habla de la dimen-
sión legal del Estado no sólo como una simple 
agregación de normas sino como un entramado 
funcional de reglas legales e instituciones estata-
les en donde nadie puede estar por encima de la 
ley. El legibus solutus de los Estados absolutistas 
no tiene cabida. En los países que mencionas, 
la corrupción no va acompañada de un halo de 
impunidad. Allá sí hay consecuencias por los 
abusos de poder, las ilegalidades cometidas 
al amparo del mismo o los actos de enriqueci-
miento a costa del erario. En la Europa nórdica 
no hay “casas blancas”, ni “Malinalcos” ni go-
bernadores cuyas esposas repiten con fervor 
un mantra autocomplaciente de que merecen 
la abundancia. 

La transparencia, junto con la rendición de 
cuentas, es una manera de custodiar a quienes 
detentan el poder público, no necesariamente 
por desconfianza —pues no es la única razón—
sino porque estar al tanto de las decisiones gu-
bernamentales, conocer información, entender 
el funcionamiento institucional y observar los 
procedimientos del gobierno es la idea que se 
tiene de ser un buen ciudadano, un ciudadano 
con derechos pero también con obligaciones 
que se sabe hacer presente en la esfera públi-
ca y se convierte en un agente activo, partici-
pativo. Para ello es indispensable informarse, 
custodiar a los gobernantes, acompañar sus 
decisiones y cuestionarlas cuando sea necesa-
rio. Actualmente tenemos muchos canales de 
comunicación para verter nuestros cuestiona-
mientos y ejercer presión. Todo eso le ayuda al 
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ciudadano a elegir a sus representantes con un 
criterio mucho más robusto, más informado. 
Sociedades sin ese tipo de ciudadanos no pue-
den ser llamadas democracias. 

Agregaría que la transparencia y apertura total 
de un gobierno con las decisiones que toma 
son necesarias para que éste se fortalezca y 
legitime. En aquellos países nórdicos o en Nue-
va Zelanda, que está del otro lado del mundo 
pero que también presume una reconocida ca-
lidad de vida e instituciones que ya quisiéra-
mos aquí en México, hay acuerdos ya tomados 
desde hace largo tiempo que nadie discute y 
que todos valoran como algo positivo respec-
to a la rendición de cuentas, la transparencia 
y otros aspectos de lo que Giovanni Sartori, 
entre otros politólogos, denominó calidad de 
la democracia. Para qué veas que tan antiguo 
es este tema de la transparencia que en Suecia 
se registró una ley que habilitaba el derecho 
de acceso a las actas públicas desde el último 
cuarto del siglo XVIII.

Aquí quiero hacer un breve comentario. En la 
actualidad, este término de calidad de la de-
mocracia ya no se emplea en aquellos países, 
me refiero a Europa. También ha disminuido su 
importancia como enfoque analítico en Estados 
Unidos y Canadá. Desde hace tiempo se dejó 
de discutir acerca de esto, bajo esa perspecti-
va. En las discusiones politológicas de aquellos 
países a los que siempre estamos viendo como 
modelo desde América Latina, estas concep-
tualizaciones son casi anacrónicas porque son 
naciones con índices de corrupción bajísimos y 
tanto los gobernantes como la mayoría de los 
ciudadanos tienen bien asimilados estos valo-
res, prácticas e imaginarios. 

La corrupción a la que desgraciadamente es-
tamos acostumbrados los mexicanos no es un 
problema que preocupe a los habitantes de 
Finlandia, Dinamarca, Noruega o Suecia des-
de hace varios años. En esas sociedades, na-
die pondría en duda que la transparencia y las 
conductas ciudadanas e institucionales que se 
desprenden de ella no sean parte sustancial de 

la democracia y un componente imprescindible 
para un mejor desempeño del gobierno.

Son, digámoslo así, elementos que componen 
la idiosincrasia de la ciudadanía en lo que so-
ciológicamente llamamos “sociedades avanza-
das”. Los países nórdicos son paradigmáticos. 
Sus formas habituales de convivencia, su edu-
cación cívica, su formación escolar y las defi-
niciones implícitas de cómo se debe actuar en 
comunidad para preservar el bien común, por 
más relativo que sea este concepto, no sólo 
nos habla del funcionamiento armónico de es-
tas sociedades sino de la confianza de los indi-
viduos con las instituciones que los regulan, a 
las cuales ellos tienen la obligación de vigilar y 
transformar.

LAB: Parecería una obviedad preguntarlo, 
pero no una sencillez contestarlo: ¿Por qué 
se dice que la transparencia es un elemento 
fundamental de la calidad democrática? Si pu-
diera hablar, aunque sea muy a la pasada, 
sobre la calidad democrática para darle ma-
yor contexto al tema de la transparencia se lo 
agradecería mucho.

RTR: Ya comenté un poco sobre este asunto, 
pero añado más elementos. La transparencia, 
según Sartori, Morlino y Diamond, es parte 
toral de la calidad democrática. La accounta-
bility de la que ellos hablan incluye rendición 
de cuentas y transparencia. Así, cuando estos 
autores hablan acerca de lo que implica una 
buena democracia, sostienen que son nece-
sarios tres elementos. Me los sé de memoria 
porque suelo exponerlos y discutirlos en cla-
se con mis alumnos de la Iberoamericana. El 
primero es la legitimidad que confiere la satis-
facción ciudadana con los resultados que da 
el gobierno; esto se conoce como calidad en 
términos de resultados o, como ya dije al prin-
cipio de esta conversación, legitimidad deriva-
da. El segundo tiene que ver con lo que dice 
Morlino cuando los ciudadanos, asociaciones 
y demás cuerpos de la sociedad civil disfrutan 
de libertades en un marco de igualdad ante la 
ley; es decir, calidad en términos de conteni-
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dos. El último criterio de una democracia de 
calidad es el poder de verificar y evaluar si el 
gobierno trabaja con apego a la ley. El Estado 
de derecho o rule of law del que hablamos 
hace un momento es el engranaje principal. 
En este sentido, y aquí es donde cobra parti-
cular relevancia la transparencia, los ciudada-
nos deben tener la posibilidad de monitorear 
el rendimiento de sus instituciones, la efica-
cia de las decisiones que toma el gobierno, la 
responsabilidad de quienes lo conducen y si 
éstos entregan o no las cuentas claras. A este 
tercer componente se le concibe como calidad 
en términos de procedimiento. 

LAB: Ergo, ¿una democracia sin sistemas de 
transparencia no es, por deducción, una demo-
cracia de calidad? 

RTR: No por deducción sino por definición, 
siempre y cuando adoptemos el concepto de 
democracia que problematiza su calidad y no 
la limita a una cuestión meramente electoral. 
Toda democracia que se jacte de tal, repito, in-
cluye la dimensión de la transparencia. Esta úl-
tima es un sostén de dicha forma de gobierno 
en la actualidad. Me parece importante aclarar 
algo relativo con este punto: en nuestros días 
es prácticamente imposible leer una definición 
de democracia que no contemple el aspecto de 
la transparencia y la rendición de cuentas; por 
tanto, de los procedimientos que permiten a 
los ciudadanos enterarse de lo que hacen los 
gobiernos y por qué deciden lo que deciden. 
Lo que quiero decir es que la noción de calidad 
democrática lo contempla como algo irrenun-
ciable y, quizá, uno podría pensar que ha in-
fluido en otras conceptualizaciones pero esas 
otras conceptualizaciones, como la democracia 
sustantiva, la participativa, la deliberativa, la 
de control e inclusive algunas procedimenta-
les, ya lo advertían. 

LAB: Bien se dice que los gobiernos autoritarios 
son contrarios al criterio de hacer más público 
lo público, ya que éste pone en evidencia los 
excesos del poder y las “movidas” en lo oscuri-
to sin que nadie pueda hacer nada porque los 

asuntos oficiales quedan sujetos al escrutinio 
de la sociedad y luego, si hay irregularidades, 
a los procedimientos que marca la ley. Por tan-
to, ¿concluiría que la transparencia debería in-
centivar un mayor interés de la sociedad civil 
en la res publica? 

RTR: Sí, desde luego. Los gobiernos autoritarios 
no están interesados en el imperio de la ley, en 
rendir cuentas, en transparentar sus actos y pro-
cedimientos. Todo ello acabaría con sus atribu-
ciones, privilegios, canonjías, etcétera. Como 
ya comenté, el conocimiento de las decisiones 
gubernamentales por parte de la ciudadanía, po-
derlas acompañar y observar, así como controlar 
las acciones de los gobiernos, son condiciones 
propias de las democracias. Y en las democra-
cias, para que éstas puedan existir, debe haber 
demócratas: gobernantes y gobernados deseo-
sos de actuar cotidianamente bajo los principios 
democráticos de la tolerancia, la legalidad, la in-
clusión, la libertad, el respeto a la pluralidad, la 
igualdad, la solidaridad y, claro está, la transpa-
rencia en cuanto a las acciones y omisiones ofi-
ciales. Para que esto sea posible, es necesaria la 
implementación de políticas públicas en el ámbi-
to educativo encargadas de enseñar y fomentar 
esos valores que acabo de mencionar. 

Es forzoso que existan, al mismo tiempo, orga-
nizaciones de la sociedad civil que incentiven 
la participación a distintos niveles por parte 
de la ciudadanía. Añadamos a todo lo anterior 
que la virtud cívica debe ser impulsada junto 
con la idea de que lo público no solamente es 
del gobierno o que le pertenece a éste. Pensar 
en el espacio público como no estatal, es de-
cir, como algo social, la cosa de todos: la res 
publica. Estas ideas deben ser reivindicadas y 
decirse cuantas veces sea necesario. Hay que 
transmitirlas por todas las vías posibles.

Creo que sólo así podremos tener ciudadanos 
actuantes, deliberativos, interesados en los 
asuntos que son de todos y conscientes de 
nuestros derechos. Debemos estar bien infor-
mados de lo que ocurre en y con el gobierno, 
porque lo que acontece ahí es de afectación ge-
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neral. Nos implica en la medida que nos daña 
o nos beneficia y no podemos delegarlo en una 
serie de personas supuestamente versadas en 
el difícil arte de gobernar y tomar decisiones. 
Para eso sirve la transparencia.

LAB: ¿Cómo lograrlo? ¿Cómo convencer a la 
amplitud de los sectores sociales para que és-
tos se involucren más en los asuntos de interés 
común, que son clave en la construcción de ciu-
dadanía? 

RTR: Yo sé que es un cliché pero hay que im-
pulsar la participación política de los ciudada-
nos más allá de las distinciones partidistas y 
con ello permitir o facilitar que, efectivamente, 
podamos influir en quienes nos representan 
y en el resultado de su trabajo. En ese senti-
do, las redes sociales son un arma de doble 
filo. O pueden incentivar un mayor interés en 
la vida pública, sobre todo entre los jóvenes, 
ya lo vimos hace seis años con el movimien-
to YoSoy132, que nació en esta Universidad, 
o pueden volverse un método de distracción 
social. Tampoco podemos perder de vista que 
las causas de la participación o el alejamiento 
de la esfera pública responden a variables muy 
distintas. Reparemos en el estatus socioeconó-
mico, la educación, la edad, las actitudes indi-
viduales, la cultura política, los valores sociales 
predominantes, así como las normas que de-
limitan la vida en sociedad y que explican la 
pertenencia o las identificaciones grupales ta-
les como género, clase social, religión, idioma, 
etnia, etcétera. Para responder a tu pregunta, 
me gustaría añadir a mis reflexiones y recor-
darte que existen formas de participación con-
vencional y no convencional.

LAB: ¿A qué se refiere con medios convenciona-
les y no convencionales?

RTR: Al hablar de participación convencional 
me refiero a los métodos participativos tradi-
cionales. Por ejemplo, votar en unas eleccio-
nes, militar en una agrupación civil o hacerse 
miembro de un partido y tomar parte de las 
actividades desarrolladas en el seno de estos 

espacios. La participación no convencional nos 
remite a las acciones de protesta o reclamo ha-
cia el régimen, lo cual abarca marchas, planto-
nes, huelgas, bloqueos, boicots comerciales o 
más recientemente escarnios en las redes so-
ciales. 

Volviendo a tu pregunta anterior, considero 
que es vital diseñar estrategias desde la socie-
dad civil que permitan y fomenten una partici-
pación lo más amplia posible de los sectores 
que componen a este país tan diverso y con-
trastante. No es nada sencillo. También quiero 
decir algo que ya he señalado en otras ocasio-
nes. En las sociedades democráticas la partici-
pación de la ciudadanía en los asuntos públicos 
es fundamental; requerimos de ella no para su-
plantar la democracia representativa sino para 
complementarla, corregirla y coadyuvar en la 
solución de los enormes y complejos proble-
mas que agobian a las sociedades de nuestros 
tiempos. Urge una ciudadanía robusta y partici-
pativa con la capacidad de influir en el desarro-
llo de la comunidad política y de la sociedad, en 
la construcción del bien público. Participación y 
representación se necesitan mutuamente para 
darle viabilidad y sentido a la democracia.

LAB: ¿Cuál sería la vinculación entre la trans-
parencia y la construcción de ciudadanos res-
ponsables y participativos? 

RTR: Además de lo que ya comenté, hay que 
decir que la transparencia nutre a los ciuda-
danos, los alimenta de información y eso, sin 
duda, contribuye a incentivar la participación, 
que es el núcleo en cualquier proceso de cons-
trucción de ciudadanía. Por otra parte, esta 
vinculación entre transparencia y el proceso 
mediante el cual se construyen ciudadanos res-
ponsables también pasa por entender que las 
decisiones públicas que adoptan los gobiernos 
no son exclusivas de ellos. Nosotros estamos 
en la obligación de conocerlas y entender por 
qué y para qué se toman, porque nos atañen 
y afectan directamente. Pueden cambiar nues-
tras vidas, en más de una ocasión lo hacen. En 
ello tienen responsabilidad tanto los gobernan-
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tes como los gobernados. Por un lado, los go-
bernantes deben abrir su forma de gobernar, 
hacerla visible, compartirla y explicarla. Por 
otro, los gobernados deberían tomar concien-
cia de su centralidad, de que viven en una co-
munidad política que necesita de ellos para un 
correcto funcionamiento y para ser mucho más 
democrática en el sentido estricto del término, 
recurriendo a su origen mismo; a la democra-
cia en su raíz, a la cosa misma, diría [Douglas] 
Lummis.
 
LAB: Tengo el convencimiento, como ciudada-
no, pero también como historiador, que los 
sistemas de transparencia y acceso a la infor-
mación adolecen de lo que ya han padecido 
otras medidas anticorrupción: falta de volun-
tad política. Estimo que ahí está el quid de todo 
gran intento por prevenir y tener bajo control 
este mal público que sufrimos desde el Virrei-
nato. Estaremos de acuerdo en que es un gran 
avance contar con mecanismos legales e ins-
titucionales de fiscalización para saber lo que 
hacen, no hacen y dejan de hacer nuestros re-
presentantes, pero la ecuación al final queda 
incompleta cuando no hay, en tiempo y forma, 
una sanción legal con los responsables de de-
rrochar los recursos o darles otro uso distinto 
al que fueron programados. Estoy seguro de 
que ya lo debe saber, pero la transparencia tie-
ne un respaldo constitucional —creo que fue 
gracias a unas reformas en el artículo sexto—
que dicta que toda información de carácter 
público que permanezca en poder de cual-
quier autoridad no debe quedar reservada 
de no ser por razones de seguridad nacional. 
Esta enmienda se suma al recientemente crea-
do Sistema Nacional Anticorrupción. ¿Cuál 
estima que debe ser la fórmula para que el 
Estado y sus leyes operen en este campo sin 
la necesidad de depender de una coyuntural 
voluntad política?

RTR: La transparencia es un agente del cam-
bio en las sociedades que transitan hacia es-
tadios democráticos donde debe respetarse el 
Estado de derecho y los derechos humanos, 
entre ellos el derecho a la rendición de cuen-

tas e incluso la protección de datos persona-
les. Esto queda inscrito en las constituciones. 
En el caso mexicano hay todo un proceso de 
reformas a la Carta Magna, que tiene que ver 
con estos temas. En 2002 se emitió la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental y luego se dieron 
otras reformas al artículo 6º constitucional en 
2007, 2013 y 2014. En la fracción primera de 
este artículo se establece, grosso modo, que 
los funcionarios deben documentar todo acto 
que derive del ejercicio de sus funciones. 

Coincido contigo en que, para que la opacidad 
se vaya y la rendición de cuentas haga man-
cuerna con la democracia, se requiere de mu-
cha voluntad política. Yo diría que en México 
hemos avanzado significativamente en la le-
gislación y reglamentación del tema; en la úl-
tima década y media observamos un proceso 
de institucionalización de la transparencia que 
habría sido impensable hace 30 años. A pesar 
de los logros alcanzados, tratando de ser ob-
jetivo, a mi juicio, falta una transformación del 
sistema judicial en todo el país y la asimilación 
de una cultura de la legalidad. Para todo ello se 
requiere, ciertamente, voluntad política.
 
LAB: Ahora bien, ¿qué nos toca a nosotros, trá-
tese del ciudadano que hace política a título 
personal, de los sindicatos o de las organiza-
ciones civiles para que las solicitudes de infor-
mación obliguen a un mejor desempeño del 
gobierno y del Estado de derecho?

RTR: Primero, conocer el sistema mediante el 
que los ciudadanos podemos pedir informa-
ción al gobierno. Usarlo adecuadamente y no 
permitir que las autoridades nos proporcionen 
discrecional y selectivamente la información 
solicitada. Tiene que ver, asimismo, con una 
cultura de la información y el conocimiento, 
insisto en esto, de los procedimientos e ins-
tituciones. Y con tener la capacidad y la con-
vicción de defender nuestros derechos. Como 
dice la sentencia popular: “información es po-
der”. Si en las democracias el poder soberano 
reside en el pueblo, ¿cómo ejercer entonces 
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ese poder sin información? Esa es una cues-
tión relevante sobre la que debemos reflexio-
nar todos, los ciudadanos en primer lugar 
(también los gobiernos, desde luego). Siem-
pre he pensado que los grandes cambios y 
trasformaciones en una sociedad vienen des-
de abajo.

LAB: Me gustaría que hiciera una retrospectiva 
sobre este tema en México, ya que usted tam-
bién es un estudioso de la historia reciente de 
nuestro país. Los primeros ensayos de política 
pública en materia de transparencia, como ya 
lo refirió, datan del sexenio foxista; en 2002 
se aprobó la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. Recuerdo 
que el gobierno no se cansó de divulgarlo con 
bombo y platillo. Aunque fue un paso innova-
dor en la historia de la administración pública 
mexicana, presiento que hubo más ruido que 
resultados satisfactorios. Al menos en un pri-
mer momento. En algún medio impreso leí que 
muchas solicitudes de transparencia eran en-
tregadas con tachones y lagunas informativas. 
El mismo titular del Instituto Federal de Acceso 
a la Información Pública, un académico que se 
apellida Guerrero, si no me falla la memoria, 
comentaba entonces que la dependencia que 
él presidía no alcanzaba para combatir la co-
rrupción. Prácticamente estaba aceptando que, 
por desgracia, esta lacra superaba los esfuer-
zos institucionales de entonces. En su opinión, 
haciendo un recuento de hechos, ¿qué pasó en 
aquel sexenio? ¿Por qué no pudo concretarse 
una reforma del Estado que pudiera darle vi-
gor a los instrumentos anticorrupción? Eviden-
temente, faltó voluntad política, pero algo más 
pasó, ¿no cree?

RTR: A mi juicio tiene que ver con la voluntad 
política que estamos comentando y con la ins-
trumentación insuficiente de programas que 
impulsen la cultura de la legalidad, de la trans-
parencia y de la rendición de cuentas. Otro 
tanto tendría que ver con que los mexicanos 
y mexicanas entendamos que la democracia 
es cosa de todos y no, insisto, de unos cuan-
tos. En el decepcionante sexenio encabezado 

por Vicente Fox se dio este tema de la refor-
ma constitucional en materia de transparen-
cia y rendición de cuentas, entre otras cosas 
por voluntad política, pero también porque se 
logró construir una asociación positiva entre 
las autoridades gubernamentales y un grupo 
de ciudadanos y organizaciones sociales que 
impulsaban este tema desde, por lo menos, 
mediados de la década de 1990. Así que no 
sólo es mérito de Fox, sino de la sociedad civil, 
fundamentalmente de esta última. Fox no tiene 
muchos méritos, era muy limitado en muchos 
aspectos. Sobre todo como gobernante. Des-
perdició un momento clave para una verdadera 
transformación de la sociedad mexicana, para 
impulsar una auténtica democracia. Una parte 
de los graves problemas que actualmente vivi-
mos en México se deben a las malas decisiones 
que se tomaron durante el foxismo, así como 
por sus omisiones. No tengas duda que la re-
forma constitucional en cuestiones de transpa-
rencia fue un avance, pero faltó darle mayores 
facultades y atribuciones al entonces IFAI para 
que sus observaciones fueran vinculantes.

LAB: Puedo concluir, por sus comentarios, que 
usted observa en 2018 la persistencia de esos 
mismos pendientes y fallas institucionales que 
había en 2000. ¿Cómo ve la corrupción? ¿Será 
posible que el próximo sexenio que está por 
empezar haga algo para corregirlas? 

RTR: El país que tenemos en 2018 no es el mis-
mo que había en el año 2000. Nos aquejan pro-
blemas que siguen siendo preocupantes pero 
también han aparecido y agravado otros. Si 
bien sostengo que Fox debe responder por la 
parte que a él le toca en la decadencia del país, 
también señalo que Calderón y Peña Nieto tie-
nen una responsabilidad igual de alta. No sé 
qué porcentaje le corresponda a cada uno pero 
todos son imputables. Ahora bien, así como 
hemos padecido muchas calamidades y sin-
sabores en las últimas dos décadas, también 
hemos experimentado cambios favorables en 
ciertos ámbitos de la vida política nacional; 
quizá el campo electoral ha sido el más benefi-
ciado. Es igualmente cierto que en lo que toca 
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a la transparencia y rendición de cuentas hace 
falta mucho por hacer, pero los avances son 
innegables.

La corrupción y su hermana gemela, la impu-
nidad, caminan alegremente entre nosotros 
y nadie las molesta. El gobierno de Peña Nie-
to es el más claro ejemplo de esa laxitud. No 
quiero politizar mis opiniones pero me atengo 
a la realidad y me pregunto: ¿cuántos funcio-
narios de alto nivel o empresarios implicados 
en acuerdos ilícitos han sido sentenciados? En 
ese aspecto sí podría decir que el país involu-
cionó. Los escándalos de abuso de funciones y 
enriquecimiento inexplicable en el sexenio que 
está por concluir son la prueba más palpable y 
ominosa de ese retroceso. Fue algo que generó 
una tremenda indignación social. Recordemos 
que México se colocaba en el Índice de Percep-
ción de la Corrupción 2017 de Transparencia 
Internacional en el lugar 135 de 180 países. 

Esta elevada percepción de corrupción respon-
de, en gran medida, a los excesos cometidos 
por el gobierno. Las irregularidades y desfalcos 
que hemos atestiguado en años recientes fue-
ron rampantes, felinas. Pudimos apreciar un ci-
nismo nunca antes visto en la clase gobernante 
respecto a estas prácticas. Algunos priistas, se-
gún leía en los diarios y escuchaba en la radio 
semanas atrás, han hecho un mea culpa de esta 
situación atribuible a los gobernadores de su 
partido y la ubican como causa de mayor peso 
en su derrota electoral. Sorprendentemente, 
este indicador negativo pareció no importar al 
primer círculo del equipo presidencial. Tantas 
impudicias sin castigo comprueban que, como 
nos dice Arnoldo Kraus, “la inmoralidad polí-
tica en México carece de fronteras y rebasa lo 
inimaginable”.
 
Este fenómeno ha pervertido la naturaleza del 
gobierno, pues sustituye la ética y el sentido 
del deber en los funcionarios públicos por cri-
terios que ponderan más los beneficios par-
ticulares y que se apoya en actos indebidos. 
Imposible olvidar la “casa blanca” que habitaba 
la esposa del presidente o la lujosa estancia de 

campo de Malinalco comprada a Grupo Higa a 
precio preferente por Luis Videgaray. Además, 
como recordarás, muchos de los políticos del 
llamado “nuevo PRI”, integrantes de la misma 
generación de Peña Nieto, fueron acusados 
de corrupción, lavado de dinero, delincuencia 
organizada, malos manejos financieros en sus 
respectivas administraciones, irregularidades 
presupuestarias y endeudamiento excesivo de 
sus estados. Una parte del dinero malversa-
do, que debió haber sido monitoreado, sirvió 
para financiar campañas electorales. Algunos 
de estos personajes han enfrentado procesos 
judiciales y ahora se encuentran presos y otros 
están prófugos de la justicia.

Sin duda, la impunidad fue uno de los nu-
trientes que alimentó el enorme hartazgo que 
una parte muy amplia del electorado nacional 
experimentaba y que plasmó en la jornada 
del 1 de julio en contra del PRI. El dictado de 
las urnas indicaba una remoción de la actual 
clase política, terriblemente corrupta y en 
franco deterioro. No me cabe la menor duda 
que la corrupción continuó siendo uno de los 
principales obstáculos para impulsar el Esta-
do de derecho, como tampoco dudo que el 
sexenio peñista rebasó las expectativas que 
se tenían anteriormente sobre los alcances 
de este lastre.

Frente a una realidad como la que describo, el 
próximo gobierno tiene un enorme compromi-
so. Esperemos que López Obrador cumpla con 
lo prometido y tenga la capacidad, la audacia 
y la fortaleza para reducir la corrupción lo más 
posible; no digo que vaya a erradicarla porque 
para ello se necesita mucho tiempo. Tiene la 
obligación de hacer algo y marcar un cambio, 
pues la lucha contra este cáncer social fue una 
de sus principales banderas de campaña y de 
él mismo; de no cumplirlo su legitimidad deri-
vada estaría en tela de juicio. Desde luego que 
no será fácil porque el virtual presidente electo 
enfrentará muchas resistencias, pero algo sig-
nificativo tendrá que hacer; es un acuerdo que 
juró frente al país. Los cambios estructurales, 
suponiendo que se apliquen adecuadamente 



68

las estrategias anticorrupción que contempla 
la reforma de 2015, no llegan de la noche a la 
mañana y requieren de un dificultoso proceso. 
Mucho me temo que México, en esta materia, 
seguirá viviendo tiempos difíciles, muy compli-
cados. Me gustaría ser optimista con el próxi-
mo gobierno. No estoy haciendo una apología 
de él, pero sí guardo la expectativa de que mar-
que la pauta para que todos contribuyamos en 
la mejoría de nuestras instituciones. La coyun-
tura es promisoria aunque por ahora tengamos 
una realidad que nos apura a comprometernos 

para modificarla. Ojalá que estas perspectivas 
de cambio no terminen en desilusión.

LAB: No quisiera cerrar esta entrevista-conver-
satorio sin darle las gracias por el tiempo y la 
disponibilidad de haber aceptado mi visita. Me 
quedo con varias ideas valiosas que nos recuer-
dan la validez que le extiende la transparencia 
a las democracias. Fue como haber tomado una 
clase particular de teoría política, didáctica y 
útil a la vez. Muchas gracias.
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